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Mauricio Vargas
Dice la candidata vicepresidencial de la Farc que hay que agradecerles que dejaran de matar.

Tiene razón el presidente Juan Manuel Santos cuando sostiene que las Farc “cometieron el gravísimo error político de mantener su nombre...” ahora que dejaron las armas y se convirtieron en partido político. De hecho, lo único que hicieron fue singularizar su sigla, y ya no son las Fuerzas Armadas Revolucionarias, etc., sino la Fuerza Alternativa Revolucionaria Común, la Farc, como si se hubiesen inspirado en la forma despectiva con que, por años, ha llamado a este grupo su némesis, el expresidente Álvaro Uribe, quien siempre habló de “la Far...”.

Pero mantener en la política la misma marca que usaron para asesinar, secuestrar y narcotraficar no es el único desacierto de Rodrigo Londoño, a quien por años conocimos como ‘Timochenko’, su principal líder y ahora candidato presidencial, ni de los demás dirigentes de la Farc, en su estreno en la lucha meramente política. Su actitud agresiva hacia los medios, hacia sus adversarios en la arena proselitista y hacia cualquiera que ose criticarlos, y de la que es buen ejemplo ‘Jesús Santrich’, el excomandante guerrillero que anuncia demandas contra cualquiera que lo llame asesino, no les conviene.
Que hayan dejado de matar –ellos, no sus disidencias, con las que no terminan de cortar amarras, como lo demuestra la puerta giratoria por la que alias el Paisa entra y sale de las zonas de concentración de exguerrilleros– no les borra de un plumazo su pasado. Y menos si su lanzamiento al ruedo político ocurre sin que hayan resuelto su situación jurídica en la JEP, como en principio nos había prometido el presidente Santos que iba a suceder. También aporta a esa equivocada postura la vallenata Imelda Daza, fórmula de Londoño a la vicepresidencia, quien sostuvo, en entrevista con Vicky Dávila en La W, que “hay que agradecerles a las Farc que hayan tenido el gesto de dejar las armas...”. Como quien dice, les salimos a deber.
En el más reciente Gallup Poll, el 17 % de los encuestados dicen tener de la Farc una imagen favorable, contra 79 % que la tienen desfavorable. Este año, al comenzar a dejar las armas, su imagen favorable llegó a 19 %, pero luego cayó a 11 %, subió a 15 %, volvió a caer a 12 % y ahora llega a 17 %. Ha mejorado frente a los tiempos en que mataban a diario, cuando no subía de 4 %. Pero vale la pena mirar este antecedente: en 1990, cuando el M-19 dejó las armas, su imagen favorable se trepó por encima de 60 %, y eso luego se tradujo en votos y les permitió obtener una buena bancada en la Asamblea Constituyente del 91.
Claro que el carisma de Carlos Pizarro y Antonio Navarro, los líderes del M-19 desmovilizado, no se compara con la pobreza de que hacen gala en ese campo Londoño, ‘Iván Márquez’, ‘Santrich’ y compañía. Pero no es solo eso. Pizarro, Navarro y sus compañeros asumieron una actitud conciliadora y agradecida con la sociedad que los indultaba y les abría las puertas para la lucha política legal.
Todo lo contrario ha ocurrido con la Farc: luce como si sus jefes hubiesen venido a imponer condiciones –han impuesto varias–, a exigir privilegios –los han obtenido– y a demandar que, como dice la señora Daza, les demos las gracias por ser tan queridos de dejar de matar. Pero, además, se dedican a esconder sus millonarias fortunas y se alían con las ‘bacrim’ para defender a los cocaleros. Mejor dicho, no se ayudan.
Lo anterior demuestra que no saben mucho de comunicación política. Es normal: por décadas transmitieron sus mensajes proselitistas a punta de sangre y muerte. Parece difícil que, con ese tonito, sus candidatos a presidencia y vicepresidencia vayan a conseguir muchos votos. Curules tendrán –cinco en el Senado y cinco en la Cámara, por la vía del regalo acordado en La Habana–, pero poco más. Los electores colombianos olvidan, pero no tan fácil.

PAZ

EL ESPECTADOR

LA CONMOCIÓN ANTERIOR

Lorenzo Madrigal
Se advierte el ánimo de volver a los tiempos del llamado estado de sitio o antiguo Artículo 121 de la Constitución Nacional, superados, a partir del 91, por nociones jurídicas más participativas y democráticas. Mucho le cobraron al Partido Conservador y a sus gobiernos la utilización y permanencia de ese recurso, que sometía la vigencia constitucional al arbitrio de los gobernantes.

En los tiempos de hoy, en que se hizo imperativa la paz militar y política con la insurgencia de muchos años, antefechada a 52 aniversarios, pero guerra sólo a partir del reconocimiento de beligerancia, puede volver el autoritarismo presidencial en procura de la paz como obligación pública. A lo que nunca está obligado un gobernante es a desobedecer las normas constitucionales y, por el contrario, le es imperativo someterse a ellas.

El ejemplo de países vecinos, transformados en dictaduras de izquierda y los compromisos adquiridos por el Gobierno con la contraparte insurgente, difíciles de cumplir, parecen estar llevando al uso del estado de excepción, lo que en otros ámbitos se llama apelar a leyes habilitantes.

Las dificultades que está presentando la implementación de los acuerdos de La Habana (desafortunada fuente del derecho nacional) por el cercano vencimiento del mecanismo rápido de aprobación y la finalización misma del período legislativo, han dado para que se mencione la opción gubernamental de apelar a decretos leyes, reconocidos como dictatoriales por los mismos que hoy gobiernan, cuando fueron opositores en el pasado.

Dicen que fueron más de 30 años, continuos o intermitentes, en que el país estuvo regido por el artículo 121, habiendo comenzado el empleo de la legalidad marcial cuando el coronel Diógenes Gil orquestó el golpe de Pasto, por allá en el año 44. El presidente Alfonso López fue puesto preso —con su hijo Fernando— y llevado a Consacá, en las estribaciones del Galeras y le correspondió al designado Darío Echandía, si no al propio ministro de Gobierno, Alberto Lleras, decretar la ley marcial.

Vinieron gobiernos conservadores, el 9 de abril del 48, el golpe militar del 53, la dictadura de Rojas avalada inicialmente por el liberalismo, hasta el Estatuto de Seguridad de Julio César Turbay, que finalizó a mediados del año 82, todas administraciones que una y otra vez se acogieron a lo que se llamó la turbación del orden público.

Este resumen omite otras apelaciones a los estados de excepción, que ahora son tres, recreados por la Carta del 91. Es, pues, costumbre nacional que no cesa y no es raro, por lo tanto, que quien fue capaz de irrespetar un plebiscito ahora quiera pasar por encima del Congreso y termine implementando la paz por decretos de conmoción interior. Como la anterior, sólo que antes se la conocía como estado de sitio.

PAZ POR LAS VÍAS DE HECHO

Darío Acevedo Carmona
Si en Colombia aún hay rastros de democracia y legitimidad no es por obra del gobierno del señor Santos sino a pesar de él, y gracias al descontento e inconformismo de la población y de la labor persistente e inclaudicable de las fuerzas opositoras.

Con todos los defectos que se le puedan señalar y con todas las correcciones que se le deben hacer a nuestras instituciones, pocas veces en nuestra historia se había presenciado una obra tan destructora sobre ellas como la que estamos presenciando y sufriendo, similar a un alud sin fin en el que cada piedra o roca cae sobre una ley, una tradición, un valor, un principio.

Nada ha escapado a la dañina mano del presidente Santos, empezando por la verdad ahogada en su raudal de mentiras, cuál de todas más desvergonzadas. Sus declaraciones quedaron grabadas, por fortuna, para guardar la memoria de ellas, como que nunca se tocaría la Agenda Nacional en las negociaciones con la guerrilla más sanguinaria y cruel del país, ni la Constitución, que habría cárcel para delitos atroces, que no habría elegibilidad para responsables de estos sin antes ser juzgados y condenados, que la última palabra la tendría el pueblo…

El proceder del gobierno y sus áulicos es tan turbio que no parece haber límites para frenar el desastre que están ocasionando. Seriamente averiados, como si hubiésemos sufrido un terremoto grado 9 en la escala de Richter han ido quedando la separación de poderes pues hasta la Corte Suprema que atinadamente concurrió al diseño de la Ley de Justicia y Paz para los paramilitares, se ha quedado muda, y la Constitucional ha emitido fallos que pretenden ser salomónicos en temas inadmisibles.

Haber igualado a la guerrilla con el Estado legítimo, haberle dado estatus de guerra al enfrentamiento con grupos narcoterroristas, haberles dado calidad de representantes de la población, haber llamado guerra a lo que es terrorismo, y en esa senda de tragedias presentadas como conquistas, aceptar que un comunista español venga, cual Visitador colonial, a diseñar la JEP el nuevo órgano supremo que se superpone al poder judicial.

¿Será que seguimos con esta lista? ¿Cómo no registrar la humillación a nuestros soldados que quedaron sin honor, pues tienen que aceptar que hicieron una guerra que no valió la pena, que solo produjo sufrimiento, que nunca se debió hacer, y que, de acuerdo con una serie de fallos del Consejo de Estado son co-responsables de las masacres de las Farc?

Ah, ¿Cómo no dar cuenta del desconocimiento, de hecho, de los compromisos del país incorporados a la Constitución, con la Justicia Internacional y la Corte Penal Internacional, cuyas observaciones no se han escuchado, con el estatuto riguroso de esa Corte sobre crímenes de guerra y de lesa humanidad que no son amnistiables y que deben ser siempre condenados?

Y ante la resistencia de quienes no hemos doblegado la cerviz y la de algunos que empiezan a caer en cuenta de la demolición del Estado, que los ha llevado a hacer modificaciones a la reforma política (que le da ventajas sin nombre al flamante nuevo partido) y a la vengativa Jurisdicción Especial para la Paz, este gobierno y sus enmermelados defensores en el Congreso y en los Medios, en vez de aceptar que hay que corregir, amenazan con un plan B para salvar la paz.

La semana pasada los firmes y leales senadores Roy Barreras y Armando Benedetti, sacaron del bolsillo trasero la carta ganadora para evitar dichos cambios. Le sugirieron al presidente Santos, un hombre hundido en las encuestas, en el ocaso de su pudor, si alguna vez lo tuvo, y en el cenit del cinismo, declarar el Estado de Conmoción Interior para decretar por su propia mano lo que el Congreso de la República se niega, según ellos, cumplir.

No les bastó desconocer la voluntad popular que el 2 de octubre los derrotó en el plebiscito, sino que quieren desconocer la soberanía popular derivada, el Congreso, y castigarlo porque quiere recuperar su función de hacer y modificar las leyes y no ser un simple notario de las Farc y del presidente.

La taza de despropósitos se rebosó con la proclamación de las candidaturas de criminales de guerra a la presidencia y al congreso de los jefes de las Farc sin haber rendido cuentas, ni siquiera, ante la justicia por ellos diseñada.

El desafío para las fuerzas de oposición es pues, descomunal, porque no es cualquier elección la que se va a jugar en el 2018, es ganar o ganar, porque perder es, quizás, entrar en la boca sin fondo del agujero negro de una dictadura copiada, a la colombiana, del modelo chavista.

REGAÑADO Y DECEPCIONADO

Luis Carlos Vélez
No somos mentirosos, ustedes son brutos. Ese es el mensaje del Gobierno y las Farc en estos últimos días para justificar lo injustificable, y eso es permitir que esa organización haga política saltándose a la JEP a pesar de que en el transcurso de la discusión y aprobación de los acuerdos se negó repetidamente esa posibilidad.

Existe un alto nivel de agresividad por parte de la administración y esa agrupación cada vez que se menciona el tema y se pregunta, sin agenda, sobre por qué hubo un entendimiento colectivo, basado en sus relatos, entrevistas y declaraciones, de que Timochenko no sería candidato a la Presidencia, y de que el centro del proceso de paz serían las víctimas y no la participación política, cueste lo que cueste, de las Farc.

Un ejemplo. El 23 de mayo de 2012, a las 10:55 a.m., el presidente Juan Manuel Santos escribió en Twitter: “Ni Timochenko ni ninguno de los cabecillas de la guerrilla van a llegar a cargos de elección popular por el Marco Jurídico para la Paz”. Algo muy diferente a lo que se está abriendo camino y es que Timochenko sea candidato de las Farc a la Presidencia, sin haberse sometido a la JEP y sin que esté claro del todo qué será lo que primará: el derecho de hacer política de las Farc, establecido en el Acuerdo, o el castigo eventualmente impuesto por ese tribunal que aún no ha sido parido.

La semana pasada, cuando intentamos obtener una aclaración sobre el tema, entrevistamos al alto comisionado para la paz, Rodrigo Rivera, quien nos respondió desafiante si es que no habíamos leído los acuerdos, como si todo estuviera tan claro en los escritos, que no son susceptibles a ningún tipo de interpretación. Lo mismo les ocurrió a los colegas de RCN, a quienes Timochenko les ofreció la misma frase cuando se le apuró sobre el tema.

¿Se trata entonces de una estrategia conjunta para desviar el fondo de la discusión hacia la falta de comprensión de los acuerdos por parte del pueblo y la prensa? ¿Una manera quirúrgica de lavarse las manos y negar cualquier engaño ante la creciente decepción por los resultados reales y efectivos del Acuerdo de Paz? Parece que sí. 

Pues ni brutos ni complacientes. Por mucho que se enojen cuando se les pregunte sobre los alcances del Acuerdo de Paz, que sin JEP ni determinación de la Corte Constitucional, muestran una realidad diferente a la ofrecida públicamente durante su elaboración, es labor de los medios de comunicación, en nombre de la comunidad, buscar todas las respuestas, todos los efectos y todas las consecuencias. 

Está claro que el tono de esta discusión seguirá aumentando, ya que el cierre del proceso coincide con la campaña presidencial y hay mucha presión en el Gobierno y las Farc, ante un Congreso paralizado que no da señales de querer aprobar la JEP y un ex alias el Paisa enviando señales de no estar del todo convencido con el estado de las cosas.

Pero más allá de las rabietas, la pregunta es: ¿qué pasa si la JEP no pasa? ¿Hasta dónde llegarán el pulso y la creatividad del Gobierno para sacar adelante el proceso de paz sin quitarle más legitimidad. ¿Se vendrá también la conmoción interior? Ya sería la tapa. Recuerden que todo lo que haga será después de haber perdido el plebiscito y, eventualmente también, la oportunidad de pasarlo por el Congreso, en un esguince tan creativo como peligroso. Inevitable sentirse decepcionado. 

NO MÁS CHANTAJE CON LA PAZ
Editorial
El Congreso no ha estado a la altura histórica de las exigencias que representa la implementación del Acuerdo de La Habana. Incluso si en las próximas semanas, como se ha prometido, logran salvarse puntos esenciales como la reglamentación de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), quedarán para la historia los parlamentarios que utilizaron la paz como rehén para chantajear al Ejecutivo. Y también, hay que decirlo, un gobierno que llegó sin fuerzas y dio por sentado lo que ha resultado —y se esperaba fuera— tan complicado como las negociaciones mismas. No ha habido liderazgo político, sólo oportunismo.

El gobierno Santos lideró un proceso de negociaciones complejo y tortuoso con paciencia, prudencia y determinación. El resultado fue contundente: un acuerdo de paz histórico que, con todas sus fallas, será estudiado en el mundo entero como ejemplo de cómo terminar un conflicto armado. Sin embargo, al momento del aterrizaje, la energía desapareció. Además de la partida de los rostros más visibles, como Sergio Jaramillo, Humberto de la Calle y Juan Fernando Cristo, el Gobierno ha venido tropezándose con lo que parece la desidia de un gabinete supuestamente elegido para fortalecer la paz.

No en vano el senador Roy Barreras, uno de los aliados más cercanos al proceso y a la administración Santos, escribió con frustración una crítica punzante esta semana: “Ni siquiera el comisionado de Paz asistió hoy a defender la JEP. El primer ausente es el Gobierno. ¿A nadie le importa ya salvar la paz?”. ¿Cabe la odiosa comparación de la fuerza que el Gobierno empleó para sacar adelante la reforma tributaria con esta ambivalente actitud ante el Acuerdo de Paz?

Pero no todo recae sobre el Ejecutivo. Los partidos políticos que se habían autoproclamado defensores de la paz cuando era políticamente conveniente hacerlo, ahora, aprovechando la baja popularidad del presidente y de los acuerdos, se inventan trabas y faltan a los debates para no dar la cara. Buscan chantajear al Gobierno. Triste ver que, ni siquiera en un hecho de tanta importancia para el país, los parlamentarios son capaces de actuar a partir de convicciones ideológicas. El individualismo y el oportunismo por encima de todo.

Tal vez la postal más ridícula de todo este proceso de implementación se presentó esta semana que termina. Varios congresistas, aparentemente indolentes a la historia de violencia del país, se proclamaron los Pepes, pero ya no haciendo referencia a los paramilitares y narcotraficantes que eran “perseguidos por Pablo Escobar”, sino ahora dizque “perseguidos por Palacio (de Nariño) y (Alfonso) Prada”. ¿De qué trata la persecución? De la frustración de varios políticos por la falta de representación de sus partidos en el gabinete del presidente. Faltaba más. El apoyo a la paz dependiente de una cuota burocrática. ¿Es así como se construye país?

El Gobierno, no obstante, no se rinde, y dijo que la ausencia de siete senadores de la U, cuatro liberales y cinco conservadores en las discusiones fue por malos entendidos. Difícil creerlo, cuando luce evidente que la estrategia de muchos parlamentarios es utilizar la paz para acorralar al Gobierno y hacerles guiños a varias campañas presidenciales que están calentando motores. O para cobrar con puestos y presupuesto.

Esperábamos un liderazgo distinto, ideológico, lejano de la cultura política de siempre. Todavía hay tiempo para enmendar el curso. Se anunció que la semana que comienza se darán las discusiones pendientes; ojalá así sea y los parlamentarios demuestren su compromiso genuino con construir una mejor Colombia. No jueguen más con el Acuerdo de Paz, por favor. Así no sea popular, es lo correcto.

EL PUNTO CUATRO POR CIENTO

Nicolás Rodríguez

Además de hacer memes y burlas con el castrochavismo también habría que tomárselo en serio. En particular lo que tiene que ver con quiénes fueron los que propagaron su idea, que ya se sabe que militan en movimientos como el uribismo y demás fuerzas que se oponen a lo pactado en el acuerdo de paz con las Farc.

¿A qué le temen estos grupos? ¿Al comunismo? ¿A Cuba? ¿A Castro? ¿Al chavismo? Ninguna de las anteriores está realmente integrada a lo firmado entre las partes. Al revés. Las Farc renunciaron a la posibilidad de modificar el modelo económico. Por encima de la constituyente asumieron el plebiscito. Se han plegado una y otra vez al sistema político actual.

Los expertos no niegan la desigualdad en materia de tierras. Se habla del 70 % de las propiedades campesinas con menos de cinco hectáreas frente a grandes tierras ganaderas en manos del punto cuatro por ciento. Y, sin embargo, no hay una revolución en temas de propiedad privada en lo firmado.

Reforma agraria no hubo (¡en Perú hasta la hicieron los milicos!) y no habrá si nos atenemos a los acuerdos de La Habana. Que las elites sonsaquen su poder político y económico de la propiedad rural no fue el centro de atención de lo discutido entre la guerrilla y el gobierno Santos. Con altas dosis de pragmatismo y un buen instinto de supervivencia, de lo que se trató fue de aterrizar la paz en los territorios en los que se vive la guerra.

¿A qué viene, entonces, la prevención? Timochenko haría bien en pasar primero por la Justicia Especial de Paz antes de lanzarse a la Presidencia, burlarse de las víctimas y darle primeros auxilios a la desinflada candidatura de Vargas Lleras. Pero el castrochavismo también es una expresión de los miedos legendarios a la movilización social, que viene en camino. El monstruo no son las Farc. El coco es la redistribución.

EL “ALFONSO CANO” QUE CONOCÍ

Alfredo Molano Bravo
Si no hubiera sido porque pusieron las Facultades de Sociología y de Psicología de la Universidad Nacional en el mismo edificio de Ciencias Humanas, no habría conocido a una estudiante de Psicología de ojos picantes y labios siempre húmedos. Bonita ella. Vivía en el norte y cogíamos bus juntos. Tenía varios hermanos, a uno de los cuales llamaban con cariño Mindo. Pasé una navidad en casa de ellos y ahora me veo echándole el carretazo sobre Camilo, que ya se había enmontado. Mindo estaba en IV bachillerato. En junio de 1966, organizamos un grupito para bombardear —con bombas de caucho llenas de anilina roja— las grandes vallas publicitarias de la candidatura de Lleras Restrepo. Quedaban como manchas de sangre en la cara del futuro presidente. Fue la primera acción clandestina de Guillermo Sáenz, conocido años después con el nombre de guerra de Alfonso Cano.

Estudió Antropología en la Nacional y conversábamos con frecuencia. Le gustaban el cine y la salsa. Militaba en la Juventud Comunista y discutíamos mucho y, a veces, hasta acaloradamente. Él tomó su rumbo y yo el mío. Después de pagar unos meses de cárcel por un material que le encontraron se fue para la guerrilla, amnistiado por Betancur. Fue uno de los cuadros urbanos que se integraron a las Farc junto con Raúl Reyesy Timoleón Jiménez.

Marulanda y Jacobo habían visto la necesidad urgente de cuadros intelectuales en la guerra. Ellos cumplieron un papel destacado en los Acuerdos de La Uribe con Belisario. Fue justamente en esos días cuando me invitó a La Caucha, campamento del Secretariado, del cual ya él era miembro. Conocí entonces a Jacobo y a Marulanda, y por su mediación Manuel me dio una entrevista. Yo quedé muy impresionado de la personalidad de estos jefes que mandaban un verdadero ejército a sólo 80 kilómetros de Bogotá. Alfonso era el consentido de Jacobo, así como Timo lo era de Marulanda.

Después, cuando tratábamos con el gobierno de Samper de tener un acercamiento con las Farc, lo encontré en Jardín de Peñas, al sur de La Macarena. Hacía curso, digamos, de comandante militar, guapeándole al Ejército Nacional. Se mostró muy pesimista de que el Gobierno se atreviera a despejar a La Uribe para tentar un acuerdo. No obstante, la cosa estuvo cerca, pero se atravesó el general Bedoya —que no creo que en paz descanse— y Samper no tenía con qué botarlo como botó Betancur a Landazábal. Más tarde volvimos a encontrarnos en río Palo, cuando tratábamos desde la Consejería de Paz de hacer un acuerdo con el grupo Bateman Cayón, disidente del M-19. Tampoco se pudo por la misma razón. Alfonso era ya un convencido de un buen arreglo. Volví a verlo en Caracas, como jefe de la representación de las Farc en otro intento fallido de conciliación. Un mes antes del bombardeo que ordenaron Gaviria y Pardo contra el Secretariado, estuvimos bregando en el Rincón de los Viejos para tratar de acortar la distancia entre el número de delegados a la Constituyente del 91 que pedían las Farc y los que ofrecía el Gobierno. Nada se pudo. Gaviria quería el trofeo, pero en vez de un Secretariado, la operación Centauro II logró que se crearan siete Secretariados y 61 frentes de guerra.

La última vez que lo vi fue en San Vicente del Caguán, durante las conversaciones con Pastrana, sobre las que mostró marcado escepticismo. En un reportaje para El Espectador, le pregunté: Alfonso, ¿usted todavía cree en la socialización de los medios de producción y la dictadura del proletariado? Me respondió: “Mientras haya lucha de clases violenta, no habrá otra alternativa”.

Cuando cayó en Suárez, Cauca, el 4 de noviembre de 2011, mientras las conversaciones de paz con Santos eran aún confidenciales, el obispo de Cali, monseñor Monsalve, preguntó: “¿Por qué no trajeron vivo a Alfonso Cano, cuando se dieron todas las condiciones de desproporción absoluta y de sometimiento y reducción a cero de un hombre de más de 60 años, herido, ciego y solo?”.

Algún día se sabrá cómo fue esa cacería y quién la autorizó.

EL TIEMPO
LA PAZ NUBLADA

Editorial

La implementación de lo firmado hoy patina. Es necesario renovar el compromiso con este anhelo.

Quienes pronosticaron que la implementación de lo firmado en el teatro Colón sería un proceso que costaría sangre, sudor y lágrimas hoy pueden pasar –lamentablemente para el país– cuenta de cobro. Una serie de hechos ocurridos esta semana les dan la razón, mas no pueden ser una invitación a desfallecer. Al contrario, es necesario perseverar.

Es evidente que el esfuerzo de construir una paz estable y duradera no atraviesa sus mejores días. La opinión toma nota de ello, y de ahí el aumento en la cantidad de colombianos que no creen que el Estado cumplirá con lo pactado, tal y como lo registró la encuesta bimestral de la firma Gallup revelada el miércoles.
Pero la inercia estatal no es el único blanco de las miradas. La Farc, ahora en singular, se lleva una tajada importante a la hora de la repartición de responsabilidades. El fortalecimiento de sus disidencias, al compás que marca el crecimiento de los cultivos de coca en el último tiempo, obliga a recordarle a este grupo, y más como nuevo partido político, el compromiso adquirido para colaborar de forma efectiva en la solución de este problema.
Honrar lo anterior es la mejor manera de evitar que surjan maledicencias. Esas que ya se escuchan y muchos quieren que circulen profusamente respecto a que la distancia entre la nueva fuerza política y quienes decidieron permanecer por fuera de la ley y dedicados al narcotráfico está lejos de ser la ideal. Este y otros gestos contundentes que despejen dudas y dejen clara la distancia son el mejor aporte que la Farc puede hacer en estos momentos a la construcción de paz. Sobra decir que tal esfuerzo también tendría un considerable impacto positivo en la percepción de la gente hacia el nuevo partido.
En este mismo propósito de trazar un límite claro entre la legalidad y la ilegalidad, la decisión de proceder con todo el rigor –que en este caso se traduce en superioridad aérea– contra las mencionadas disidencias es acertada y debe respaldarse. Como ya se ha planteado en este espacio, es fundamental enfrentar el crimen organizado derivado del narcotráfico con una estrategia integral, lo cual no excluye de ningún modo recurrir a las armas del Estado para contrarrestar la que sin lugar a dudas es una seria amenaza para la prevalencia del Estado de derecho en no pocas regiones del país.

Con su actitud desafiante y con sus largas frente al compromiso de ayudar a erradicar los cultivos de coca, las Farc son también responsables de los tumbos que ha dado la construcción de paz.

De no existir el acuerdo para el cese de hostilidades con el Eln, un llamado similar debería hacerse a este grupo armado. Sobre todo después de tener ya la certeza de que fueron los autores del asesinato del gobernador indígena Aulio Isarama, a quien sacaron de su hogar. A la obvia condena del crimen hay que añadir otra: la infame forma como intentaron justificarlo, culpabilizando a Isarama de los hechos. Es comprensible, por decir lo menos, el contundente rechazo que los indígenas de Alto Baudó expresaron por la presencia de esta organización en su territorio. Una situación que vuelve a poner en duda el carácter monolítico y la existencia de una unidad de mando en dicha agrupación subversiva.
Y si en el terreno la paz debe sortear duros obstáculos, no muy diferente es el ámbito del Congreso. Esta semana el país fue testigo de cómo quienes durante siete años acompañaron al Gobierno en esta causa comienzan a abandonar el barco. Congresistas de los partidos de la agonizante Unidad Nacional han logrado empinar mucho más de lo previsto el camino que les resta a las iniciativas que desarrollan lo firmado en La Habana. Las mismas a las que se les acabará el carril preferencial –el ‘fast track’– al terminar este mes. Severo será el juicio de la ciudadanía si se constata que esta actitud obedece a apetitos burocráticos.
También en el ámbito político, en general, se aprecia un presente tormentoso. La más reciente tempestad surgió tras conocerse los planes de la Farc para las elecciones del 2018, en particular el de que Rodrigo Londoño aspire a la presidencia. Este debate se nutre de la incertidumbre respecto a qué tan despejado tienen los líderes de esta organización el camino que termina en cargos de elección popular. La confusión es grande; las interpretaciones, variadas y la necesidad de una última palabra que disipe las dudas es enorme. Sobre todo luego de conocerse, el viernes, el comunicado de la Comisión de Seguimiento a Delitos Electorales en el que advierte que las inhabilidades de los exguerrilleros condenados en el pasado por delitos distintos a los políticos que resulten elegidos seguirían vigentes.
Si bien es claro que la esencia de un proceso de paz es cambiar los fusiles por acceso a estos cargos, también es real que haber cometido crímenes de lesa humanidad hace más complejo tal axioma. Es válido entonces esperar que la Corte Constitucional ayude a dar luces cuando se pronuncie sobre el acto legislativo O1 de 2017, que dio vida a la Jurisdicción Especial para la Paz. Como se ve, superar este obstáculo no será asunto sencillo. Hay otro, en cambio, más fácil de sortear: el que supone la actitud desafiante y en ocasiones arrogante de los líderes de la Farc, que ha levantado justificada ampolla en la opinión. Replantearla sería un aporte bienvenido para que la paz estable y duradera retome tracción. Pero, sobre todo, cumplir los compromisos.

EUROPA, EN PELIGRO
Guillermo Perry
El ascenso de las derechas nacionalistas y el expansionismo ruso amenazan la época de paz en Europa.

Europa ha vivido desde 1950 una época de paz, integración y prosperidad sin paralelo en su historia. Pero hoy se ciernen serias amenazas sobre el Viejo Continente. En lo interno, el ascenso de la derecha nacionalista antieuropea y las tendencias separatistas en varios países amenazan con desintegrar la Unión Europea. En lo externo, crecen la amenaza del eterno expansionismo ruso (que ya comenzó con Crimea y Ucrania) y los anuncios de Trump de que, bajo su mandato, Estados Unidos no gastarán en apoyar la defensa europea.

Europa solo había vivido otros dos períodos largos de paz: entre los siglos I y IV (la Pax Romana) y entre 1870 y 1915, justo antes de las dos guerras mundiales del siglo XX. Esos fueron también períodos de auge económico. Es una constante histórica que la paz y el progreso económico tienden a reforzarse, así como que la guerra y las crisis económicas van con frecuencia de la mano.
Los europeos que vivieron las guerras o conocen bien su propia historia (Marx decía que quien no la conoce esta condenado a repetirla) saben que el Viejo Continente podría reincidir en periodos de guerra y estancamiento. Por eso les preocupan tanto los riesgos crecientes que observan.
El ascenso de los nacionalismos de derecha se debió a casi una década de estancamiento económico (entre el 2008 y el 2016) y a la popular posverdad populista que les echa la culpa de todo a los inmigrantes. Por fortuna, perdieron recientemente en Francia y Holanda. De no haber sido por el milagro electoral del presidente francés, Emmanuel Macron, la Unión Europea estaría hoy sumida en una profunda crisis política. Pero nada garantiza que el populismo nacionalista de derecha no vuelva a asomar sus feas narices.
El separatismo, por su parte, parece endémico en varios países europeos. El caso catalán muestra hasta dónde puede llegar. Cataluña y el País Vasco son dos de las regiones más prósperas de España, pero se han sentido políticamente marginadas y fiscalmente explotadas por el centralismo madrileño.
La marginación política es incuestionable. Pero la próspera industria catalana se iría a pique sin el mercado español, y su queja de que dan al país más de lo que reciben es puro populismo de derecha, pues en toda nación las regiones más ricas tienen que contribuir al desarrollo de las más pobres. La conjunción del inconformismo con liderazgos locales irresponsables, como el del fugitivo Carles Puidgemont, y corruptos, como los de Jordi Pujol y Arthur Mas, que alimentaron las llamas del indepententismo como cortina de humo para sus negociados, condujo al actual impase que aún no se sabe cómo termine.
Si Cataluña o cualquier región de otro país del acuerdo se independizara, automáticamente quedaría por fuera de la Unión Europea. Por ello, el separatismo acentúa los riesgos de crisis en la Unión.
En lo externo, el peligro ruso es real. Rusia es el segundo poder militar mundial, pero tiene instituciones tan precarias que la han llevado a desindustrializarse y a depender excesivamente del petróleo, como cualquier Venezuela. La corrupción es rampante y la oposición está sometida a toda suerte de vejámenes y fraudes. Como en Venezuela. Y su economía está en recesión, después de haberse atragantado de dólares durante el ‘boom’ de precios petroleros... como sucede en Venezuela. 
¿Se imaginan ustedes el peligro que representaría para Colombia que Maduro y Diosdado Cabello dispusieran de miles de sofisticadas armas nucleares? Bueno, pues Putin y su corrupta camarilla ex-KGB (la poderosa CIA soviética), que hoy día controlan Rusia, sí disponen de ellas. Y ante este riesgo, Trump mira para otro lado. No en vano, cada vez está más cerca de una investigación por la colaboración de la ex-KGB rusa en su triunfo contra Hillary. La ansiedad de los europeos es enteramente comprensible.
P. S. Mis condolencias a la familia de Fabio Echeverri.

LA PATRIA
PEQUEÑA HISTORIA DE UNA MACABRA PRIMICIA

Orlando Cadavid Correa

El entonces ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla, nos proporcionó en Bogotá  el 17 de septiembre de 1983, hace 33 años, a dos periodistas salidos de las amadas breñas caldenses, la primicia informativa sobre la amenaza de muerte que acababa de recibir de las temibles organizaciones criminales por su lucha frontal contra el narcotráfico.

La noticia tuvo a la mañana siguiente este despliegue en las primeras planas de los diez diarios asociados a la agencia Colprensa:

Titular: Denuncia Lara Bonilla: “He sido amenazado de muerte”. Bogotá, Sept. 17.  Rodrigo Lara Bonilla, ministro de Justicia, reveló ayer que ha sido amenazado por la mafia, y notificó que no cederá en su lucha frontal contra la siniestra industria del narcotráfico.

El funcionario advirtió que se defenderá solo en el episodio en el que se ha visto involucrado y aseguró que ahora se siente más fuerte que nunca.

En reportaje concedido a los periodistas Daladier Osorio, de Todelar, y Orlando Cadavid, de Colprensa, Lara Bonilla se quejó de que se le haya convertido en un “chivo expiatorio”, pero planteó que “de todas maneras haré frente al  debate sobre los “dineros calientes” que, en su opinión, debe continuar para que haya claridad absoluta al respecto”.

El ministro añadió: “Qué tal que el ministro de Justicia estuviera muerto de susto con las amenazas que le hacen. Hay riesgos que se deben asumir en la vida y me he sentido más fuerte que nunca antes”. (Fin de la introducción).

Siete meses después –exactamente el 30 de abril de 1984— la mano siniestra de “Los extraditables” comandados desde la clandestinidad por Pablo Escobar  unió la acción a la amenaza y asesinó al joven abogado huilense cuando iba de regreso a su residencia en el vehículo oficial, sin blindaje alguno, asignado a su despacho. Sicarios llegados de Medellín consumaron el estremecedor magnicidio en la concurrida autopista norte.

A partir de la muerte violenta de Lara, medírsele a ese ministerio era, ni más ni menos, sentarse en una “silla eléctrica”. Vino a continuación, el 13 de enero de 1987, el ataque del sicariato, en la lejana Budapest, contra el exministro Enrique Parejo González (el sobreviviente)  quien oficiaba como embajador en Hungría.

Asimismo –siete años después del magnicidio de Lara— tuvo su 30 de abril, pero de 1991, el también exministro Enrique Low Murtra (sobreviviente de la toma del Palacio de Justicia) asesinado en una  calle del centro-oriente de Bogotá, cuando acababa de salir, sin tener ninguna protección, de la Universidad de La Salle, donde ejercía la decanatura de economía. Su viuda, doña  Yoshika Nakayama, dijo ante el cadáver del ex embajador en Suiza que “matar a Enrique era como haber matado a un niño”.

Nos hemos permitido volver sobre estos episodios del pasado ante un hecho que nos ha tomado por sorpresa a varios comunicadores en uso de buen retiro.

Transcurridos treinta y tres años del magnicidio que sacudió al país y puso contra la pared al gobierno del entonces presidente Belisario Betancur, acabamos de saber que la Fiscalía General de la Nación está citando a rendir declaración a un puñado de periodistas que no tuvieron arte, ni parte en el doloroso episodio, cuando caía la noche de aquella  lejana víspera de la Fiesta   del Trabajo.

El insospechado citatorio dice a la letra:  Señor Orlando Cadavid Correa. De manera respetuosa le informo que el despacho de la Fiscalía 69 de la Dirección Especializada Contra las Violaciones a los Derechos Humanos de la Ciudad de Bogotá lo requiere con el ánimo de escucharlo en diligencia de Declaración dentro de la investigación identificada con el número de radicado 4321 que se adelanta con ocasión de la muerte del doctor Rodrigo Lara Bonilla.

Por lo anterior se requiere que se comunique con el suscrito investigador a los teléfonos que se indican a continuación, para coordinar la diligencia y la citación formal. Cordialmente, Andrés Mauricio Silva Rincón. Técnico Investigador I. Grupo Policia Judicial. Dirección Especializada Contra las Violaciones a los Derechos Humanos. Teléfono 5702000 Extensiones 4320-4161 Móvil 350-6011345. Diagonal 22 B No. 52 – 01 Edificio H Piso 3.

(El mismo día le llegó idéntico oficio, a su apartamento del norte de Bogotá, al Daladier Osorio Alzate, quien, como nosotros, no se lo podía creer).

La apostilla: ¿De dónde proviene el viejo refrán, según la cual, “la justicia cojea pero llega”? ¿Será que el autor de la sentencia pretendió decirles a todos los incrédulos que cada uno recibirá, tarde o temprano, el castigo que se merece?

COLOMBIA
EL ESPECTADOR

PAÍS IMPOSIBLE

Ramiro Bejarano Guzmán
Según la última encuesta de Gallup, todo va mal, y a ese sentimiento no escapa el proceso de paz. Nos equivocamos intentando primero reconciliarnos con las Farc, cuando hemos debido empezar por tratar de hacer las paces entre quienes estamos del otro lado.

El discurso opositor, primero del Centro Democrático y últimamente de Cambio Radical, rechazando visceral e irresponsablemente la Jurisdicción Especial de Paz (JEP) y cuestionando que las Farc pueda inscribir su candidato a la Presidencia ha calado en quienes se suponía habían entendido el sentido y la importancia de hacer la paz; ya son muchas las voces que creen que los exguerrilleros deben hacer política, pero después de que hayan pasado por la cárcel.

Solamente a los insensatos se les puede ocurrir que la paz se diseñó para que los rebeldes fueran a prisión muchos años y luego sí llegaran al Congreso y a cargos públicos. No hay en los acuerdos de La Habana una sola frase que permita siquiera sugerir que eso fue lo que se pactó. Tampoco fue así con la guerrilla liberal, ni con el M-19, ni con el Ira en el caso de Irlanda, ni en ninguna parte del mundo. Eso que parecía obvio, de repente se volvió una herejía por cuenta de las equivocaciones del Gobierno y la intolerancia de Uribe y sus intransigentes alfiles. En efecto, el numeral 36 del acuerdo de víctimas previó que “la imposición de cualquier sanción no inhabilitará para la participación política ni limitará el ejercicio de ningún derecho, activo o pasivo, de participación política, para lo cual las partes acordarán las reformas constitucionales pertinentes”. Y en el Acto Legislativo 01 de 2017 el artículo transitorio 20, sobre participación en política, previó que “la imposición de cualquier sanción en la JEP no inhabilitará para la participación política ni limitará el ejercicio de ningún derecho, activo o pasivo, de participación política”. Es más, en este mismo artículo se consagró que “respecto a aquellas personas que pertenezcan a organizaciones rebeldes que hayan firmado un acuerdo de paz con el Gobierno, a efectos de reincorporación, quedarán en efecto suspensivo las condenas derivadas de delitos competencia del Tribunal para la Paz impuestas por la justicia ordinaria o disciplinaria, hasta que estas condenas hayan sido tratadas por la Jurisdicción Especial para la Paz para lo de su competencia”. Les conviene a los incendiarios que se oponen a la paz, que estudien los acuerdos de La Habana, en vez de pontificar con mentiras.

Quienes, a pesar de la claridad de estas disposiciones, se enfurecieron con la candidatura del jefe de las Farc, además nos están metiendo en un callejón sin salida, pues tampoco quieren dejar que el Congreso reglamente la JEP. Es decir, no permiten que la JEP funcione, pero sí exigen que a ella se sometan los exguerrilleros. Ni rajan, ni prestan el hacha.

Es culpa del Gobierno no haber explicado que en los acuerdos de La Habana está prevista una justicia especial para juzgar a los exguerrilleros a la que tendrán que someterse, sin que eso les impida hacer política. Así de sencillo y claro. Lo otro es condenar el proceso de paz con las Farc al fracaso, y de paso el del Eln. Este país es tan de malas que solo falta que la ultraderecha triunfe en su empeño de malograr la paz.

Adenda No 1. Grave la acusación del precandidato Juan Fernando Cristo al expresidente César Gaviria, de haberse convertido en jefe de debate de Humberto de la Calle y de estar promoviéndole una guerra sucia al estilo J.J. Rendón. Mal suceso que pone en riesgo no solo la consulta del próximo 19 de noviembre, sino la supervivencia del liberalismo. Cristo tiene razón: para que esa consulta sea transparente y una a los liberales, el jefe único de la colectividad debe asegurar que se comportará como tal y no como teniente de uno de los precandidatos.

Adenda No 2. Las denuncias por corrupción en el Sena no pueden quedarse en la insubsistencia de su exdirectora María Andrea Nieto. Que los entes de control, por ejemplo, investiguen la feria contractual del Sena en Buga y si en ese carrusel han tenido que ver el exalcalde de la ciudad John Harold Suárez y el senador Carlos Fernando Motoa.

UNA DESALENTADORA ENCUESTA

Felipe Zuleta Lleras
Publicó la encuestadora Gallup su encuesta bimensual. Ya hemos oído de ella, pero quiero destacar unos datos que me ayudarán a escribir sobre la crisis del país. Cuando se pregunta sobre la imagen de las Farc, los partidos, el sistema judicial y el Congreso, los resultados son:

Farc. Favorable 17 %, desfavorable pasó de 84 % al 79 %.

Congreso. Favorable 15 %, desfavorable 82 %.

Sistema judicial. Favorable 15 %, desfavorable 84 %.

Partidos políticos. Favorable 8 %, desfavorable 89 %.

Estas cifras ponen rotundamente de manifiesto que los colombianos, al menos los encuestados, están mamados, defraudados y abatidos con todo lo que tiene que ver con el Congreso, los partidos y los jueces.

Acepto que me he vuelto cansón y que en reiteradas columnas he dicho lo mismo. Pero es que entre más hablo con la gente, más me convenzo de que las cosas no van por buen camino, o al menos eso es lo que sentimos. Y ese pesimismo generalizado es malo, porque genera apatía en las elecciones, ayuda a la desaceleración económica y, por supuesto, aun cuando usted no lo crea, aumenta la corrupción.

Explico brevemente esto último. Cuando un empleado público siente que todo se está yendo para el carajo y que las cosas no van a mejorar, aprovecha para enriquecerse bajo la siguiente reflexión: si el país se va a joder, pues yo al menos aseguro mi futuro económico y me robo una plata. Saben que corren el riesgo de que los agarren, pero prefieren jugársela porque, de ser así, aceptan cargos, devuelven unos pesos y en cinco años salen a disfrutar sus fortunas a donde les da la gana.

La corrupción es un factor que va de la mano con el estado de los países. Entre más jodido y descompuesto el país, mayor corrupción. La prueba de esto son los índices de corrupción en el mundo, según Transparencia Internacional: Somalia, Sudán del Sur, Corea del Norte, Siria, Libia, Yemen, entre otros.

Colombia en el ranquin de Transparencia aparece en el puesto 90 en los índices de corrupción. Y no me explico por qué, pues según ha dicho el contralor, se han robado, al menos de lo que se sabe, $50 billones, es decir, fácilmente diez reformas tributarias.

No nos llamemos a equívocos: toda esta robadera se verá reflejada en las próximas elecciones.

Me atrevo a apostar que la abstención será histórica y, tal como los colombianos estamos percibiendo las cosas —según la encuesta—, me temo que millones de ciudadanos no quieren saber nada de los políticos y los partidos, porque están o estamos convencidos de que en las opciones que tenemos no hay nada nuevo, es todo de lo mismo.

Eso tal vez explica que sean ahora las Farc las que estén mejorando su imagen. Quienes dicen con tanta certeza que las Farc nunca llegarán al poder, deberían repensar el tema, pues las cosas pasan. Lo mismo se decía de Petro cuando salió del M-19 y ahí llegó a la Alcaldía de Bogotá y podría llegar a la Presidencia. Si el Sr. Petro llegó, puede llegar Timochenko.

Notícula. Por vacaciones del autor esta columna no aparecerá por dos semanas.

¿PODRÍA PASAR EN COLOMBIA?

Armando Montenegro
Para pensar si Colombia podría ser víctima de un movimiento separatista es útil considerar ciertos ingredientes de algunas de esas iniciativas recientes: (i) las experiencias del brexit y Cataluña muestran que se requiere de una crisis que catalice el descontento de una región frente a un ejecutivo central débil, impopular, desconectado de los intereses de sus gobernados; (ii) el otro elemento fundamental es la participación de políticos irresponsables, que inflaman los sentimientos nacionalistas y emprenden la aventura de la secesión para tratar de convertirse en los padres de su nueva patria; (iii) puesto que, inicialmente, la independencia no convoca a las mayorías, los movimientos separatistas crecen y se llenan de ímpetu con las maniobras demagógicas y, especialmente, las mentiras de los políticos, quienes inventan o exageran los mensajes de que sus regiones han sido abusadas y victimizadas por el Gobierno Nacional (eso sí, es evidente que, por más mentirosos que sean, los líderes trabajan sobre el terreno abonado de realidades históricas innegables como las aspiraciones autonómicas frustradas y los conflictos mal resueltos con el Estado central, cuestiones que, en mayor o en menor medida, existen en casi todos los países).

Se sabe que en Colombia el clima, el paisaje, el lenguaje, la historia y la cultura mantienen diferencias notables en sus distintas regiones. Existen evidencias, sin embargo, de que, con el paso de los años, el desarrollo de las comunicaciones, la televisión y la radio, la construcción de carreteras, las migraciones internas y la integración de los mercados, el país se ha homogeneizado y han disminuido algunas de las diferencias regionales. A pesar de este hecho y de las reformas descentralistas de los últimos 30 años, subsisten distintas formas de regionalismo, ciertos resentimientos locales y percepciones de “abandono” de la periferia que, de cuando en cuando, son explotados por políticos locales.

Hay dos factores claves, presentes en Escocia y Cataluña, que no existen en Colombia: (i) de acuerdo con sus formas de expresión política, las aspiraciones de nuestras regiones no son independentistas, sino reivindicativas; tratan, ante todo, de alcanzar alguna autonomía adicional para sus dirigentes y, sobre todo, conseguir más recursos del centro (que gastarían sus políticos), ya que, con razón, comprenden que con su tributación local, en caso de lograr la independencia, estas regiones serían perdedoras netas (todo lo contrario de lo que sucede, por ejemplo, en Cataluña, que se considera fiscalmente explotada por el resto de España); y (ii) por su carácter excesivamente local, los movimientos regionalistas colombianos, aparte de sus aspiraciones de recursos, carecen de propuestas de alguna ambición y, sobre todo, no exhiben una visión internacional (los de Cataluña y Escocia, por el contrario, insisten en su vocación europea, y su integración a la globalización).

Parecería entonces que, por ahora, no existen condiciones para una aventura independentista en nuestro medio. Sin embargo, la rapidez con que evolucionó el movimiento reciente de Cataluña, la incapacidad que podría llegar a tener el Gobierno Nacional y la facilidad de manipulación de ciertos políticos regionales deberían hacernos concluir que no se puede descartar alguna sorpresa en el futuro.

COCA
EL ESPECTADOR

LOS TERRITORIOS SE LEVANTAN POR LA PAZ

Alejandro Reyes Posada
Los cultivos ilícitos sólo se pueden sustituir con desarrollo de los territorios, como quedó pactado en el Acuerdo de Paz. La expansión de la coca es la última fase de la colonización campesina en la periferia selvática, con la diferencia de que es el único producto integrado a cadenas eficientes de comercio, dirigidas al mercado internacional, capaces de crear valor para los campesinos y empresarios del narcotráfico. Salvo los narcos, todos los cultivadores preferirían la economía legal, que es casi inexistente en los territorios periféricos donde reina la ilegal.

Existen dos posibilidades para desarrollar la periferia: la estrategia centrífuga, que corresponde a la colonización como política de acceso a tierras para los campesinos, que consiste en ir creando infraestructura y presencia estatal hasta llegar a la periferia coquera, donde las tierras no son productivas por ser suelos selváticos sin capa orgánica y donde el costo por habitante es demasiado alto frente a la opción de invertir en áreas densamente ocupadas. La segunda forma, la estrategia centrípeta, es recoger las colonizaciones coqueras con la relocalización de los cultivadores hacia territorios con infraestructura y acceso a los mercados, donde tengan una verdadera oportunidad de integrarse a cadenas de valor. Es mucho más equitativo y contribuye mucho más a la distribución del ingreso acercar la población a la infraestructura existente, que llevarla a la población dispersa atravesando grandes distancias.

La segunda es la alternativa contenida en el Acuerdo de Paz, que compromete al Estado a hacer una reforma rural integral con un enfoque territorial, a la que Sergio Jaramillo llamó la paz territorial. En ella se acordó cerrar la expansión de la frontera agraria, dar acceso a tierras a los campesinos que la demanden, formalizar la pequeña posesión, mejorar la competitividad de los territorios con bienes públicos e infraestructura y hacer planes sectoriales nacionales para el mundo rural.

La idea de relocalizar población para acercarla a los buenos suelos integrados a los territorios donde la producción es competitiva sonaría irrealizable si no estuviera empezando a ocurrir ya por el cambio climático, con el pronóstico de que los desplazamientos aumentarán en el futuro próximo por la mayor ocurrencia de los deslizamientos e inundaciones. La adaptación al cambio climático también exige proteger todo el bosque andino, amazónico y pacífico que se conserva y recuperar el 40 % de suelos erosionados que arrastran sus sedimentos a los ríos, causando mayores inundaciones. Es la segunda razón para pensar en ordenar mejor la distribución de población en el territorio.

Lo paradójico es que los campesinos, indígenas y negros saben todo lo anterior más que los gobernantes que toman las decisiones del desarrollo. La minga indígena reclama el cumplimiento de cientos de compromisos incumplidos de los gobiernos y los cultivadores de coca piden que se aplique lo previsto en el Acuerdo de Paz, para ofrecer alternativas a la producción ilícita. En todas las regiones campesinas se pide al Gobierno cumplir su promesa de hacer programas de desarrollo con enfoque territorial y confían que por exigirlos no los confundan con guerrilleros y los repriman con la fuerza pública y luego los escarmienten con asesinatos selectivos de los líderes, como es la tradición.

SEMANA

COCALEROS

Antonio Caballero

La raíz del problema es la prohibición del consumo, que hace de la producción y del tráfico el negocio más rentable del mundo. por eso es imposible ganar la “guerra contra las drogas”

Hay unos cien mil campesinos cocaleros en el país. Si todos se ponen a sembrar de coca las 3.8 hectáreas por cabeza que les quiere perdonar la ley, sumarán 380.000 hectáreas lícitas de cultivos ilícitos: casi el triple de las ilícitas que hay ahora.

El problema serán entonces los Estados Unidos. No lo digo por sus amenazas de represalias, que son las mismas desde hace cuarenta años: descertificación, lista Clinton, privación de visas, incautación de las fortunas de los narcos a cambio de su reclutamiento como “testigos protegidos” de la DEA. Lo digo por desconfianza en su capacidad de consumo. Es cierto que parece infinita, pero ¿sí podrán absorber el triple de la cocaína que hoy importan de Colombia?¿Serán capaces de pasar de las 400 a las 1.200 toneladas al año?

 Porque a veces los analistas parecen olvidar que se trata de un mercado de oferta y demanda: hay productores aquí porque hay consumidores allá. Es cierto que aquí el estado colombiano no consigue controlar la oferta a pesar de todos los esfuerzos que ha hecho desde hace cuarenta años en obediencia a las exigencias  del gobierno norteamericano. Por complacerlos, nuestros gobiernos han destruido el país, tanto física como moralmente: han fumigado las selvas y obligado a los cocaleros perseguidos a agravar la deforestación salvaje, han envenenado los ríos,  no han podido impedir que se asesine cada año a miles de personas, policías, traquetos, jueces, y que se corrompa a miles más, policías, jueces, políticos,  ni que los narcotraficantes se hayan convertido en los verdaderos dueños de Colombia. No sólo de las tierras, sino de las conciencias. Los dineros de la cocaína, es decir, los dineros de la prohibición de la cocaína, son el combustible de todos los delitos que se cometen en el país, tanto de los violentos como de los pacíficos; y a la vez el delito se ha convertido en la principal, y casi única, fuente  de empleo remunerado. Si pudiera existir reciprocidad entre el león y el cordero, Colombia debería descertificar a los Estados Unidos y tomar represalias.

Y tampoco allá  logra el estado norteamericano hacer cumplir sus propias leyes prohibicionistas, que debieran reprimir la demanda pero no lo hacen. Los Estados Unidos han conseguido tener la población carcelaria más grande del mundo a fuerza de encerrar a los consumidores de drogas ilegales. Pero la demanda no cesa de aumentar año tras año.

La oferta de los productores y la demanda de los consumidores están unidas por la comercialización: los narcotraficantes. El único tratamiento que se le ha dado a este eslabón de la cadena también es el de perseguirlos, sin conseguir acabarlos: se sustituyen unos a otros, como se sustituyen las hectáreas cultivadas  a las hectáreas fumigadas y como se sustituyen los adictos muertos por adictos nuevos. Sin que los adictos presos dejen de ser adictos: siguen consumiendo en las cárceles.

La propuesta de despenalizar las pequeñas parcelas cultivadas de coca y no castigar a los pequeños productores parece generosa y sensata: dejaran de ser delincuentes a ojos de la ley. Pero es inocua. En la vida real no cambia nada, pues los cien mil campesinos cocaleros nunca han ido a la cárcel, y en la práctica es imposible mandarlos. Pero se les seguirá imponiendo el mismo castigo que sufren ahora, que consiste en desposeerlos de sus cosechas ilegales, forzosa o voluntariamente. La medida ni siquiera  tendría así el componente humanitario que sí tiene la despenalización del consumo de la “dosis personal” de drogas, que en Colombia y en muchas otras partes libró a los adictos de ser perseguidos como criminales. Pero no tuvo el menor efecto sobre el negocio. Porque toda la droga que circula en el mundo se consume en dosis personales, que se suman, como se suma en el otro extremo la producción de las fincas cocaleras, sean pequeñas o grandes.

En resumen: el problema no está aquí, sino allá. No está en la producción, y ni siquiera en el consumo de las drogas prohibidas: son mucho más dañinas para la salud de los consumidores las drogas legales que producen los grandes laboratorios farmacéuticos. La raíz del problema es la prohibición del consumo, que hace de la producción y del tráfico el negocio más rentable del mundo. Por eso es imposible ganar la “guerra contra las drogas” sofocando la oferta e intentando impedirla, y así se ha demostrado desde hace cuarenta años: si se aplasta en un sitio crece en otro, porque la demanda sigue intacta (o en aumento).

Hay unos cien mil campesinos cocaleros en el país. Si todos se ponen a sembrar de coca las 3.8 hectáreas por cabeza que les quiere perdonar la ley, sumarán 380.000 hectáreas lícitas de cultivos ilícitos: casi el triple de las ilícitas que hay ahora.

El problema serán entonces los Estados Unidos. No lo digo por sus amenazas de represalias, que son las mismas desde hace cuarenta años: descertificación, lista Clinton, privación de visas, incautación de las fortunas de los narcos a cambio de su reclutamiento como “testigos protegidos” de la DEA. Lo digo por desconfianza en su capacidad de consumo. Es cierto que parece infinita, pero ¿sí podrán absorber el triple de la cocaína que hoy importan de Colombia?¿Serán capaces de pasar de las 400 a las 1.200 toneladas al año?

 Porque a veces los analistas parecen olvidar que se trata de un mercado de oferta y demanda: hay productores aquí porque hay consumidores allá. Es cierto que aquí el estado colombiano no consigue controlar la oferta a pesar de todos los esfuerzos que ha hecho desde hace cuarenta años en obediencia a las exigencias  del gobierno norteamericano. Por complacerlos, nuestros gobiernos han destruido el país, tanto física como moralmente: han fumigado las selvas y obligado a los cocaleros perseguidos a agravar la deforestación salvaje, han envenenado los ríos,  no han podido impedir que se asesine cada año a miles de personas, policías, traquetos, jueces, y que se corrompa a miles más, policías, jueces, políticos,  ni que los narcotraficantes se hayan convertido en los verdaderos dueños de Colombia. No sólo de las tierras, sino de las conciencias. Los dineros de la cocaína, es decir, los dineros de la prohibición de la cocaína, son el combustible de todos los delitos que se cometen en el país, tanto de los violentos como de los pacíficos; y a la vez el delito se ha convertido en la principal, y casi única, fuente  de empleo remunerado. Si pudiera existir reciprocidad entre el león y el cordero, Colombia debería descertificar a los Estados Unidos y tomar represalias.

Y tampoco allá  logra el estado norteamericano hacer cumplir sus propias leyes prohibicionistas, que debieran reprimir la demanda pero no lo hacen. Los Estados Unidos han conseguido tener la población carcelaria más grande del mundo a fuerza de encerrar a los consumidores de drogas ilegales. Pero la demanda no cesa de aumentar año tras año.

La oferta de los productores y la demanda de los consumidores están unidas por la comercialización: los narcotraficantes. El único tratamiento que se le ha dado a este eslabón de la cadena también es el de perseguirlos, sin conseguir acabarlos: se sustituyen unos a otros, como se sustituyen las hectáreas cultivadas  a las hectáreas fumigadas y como se sustituyen los adictos muertos por adictos nuevos. Sin que los adictos presos dejen de ser adictos: siguen consumiendo en las cárceles.

La propuesta de despenalizar las pequeñas parcelas cultivadas de coca y no castigar a los pequeños productores parece generosa y sensata: dejaran de ser delincuentes a ojos de la ley. Pero es inocua. En la vida real no cambia nada, pues los cien mil campesinos cocaleros nunca han ido a la cárcel, y en la práctica es imposible mandarlos. Pero se les seguirá imponiendo el mismo castigo que sufren ahora, que consiste en desposeerlos de sus cosechas ilegales, forzosa o voluntariamente. La medida ni siquiera  tendría así el componente humanitario que sí tiene la despenalización del consumo de la “dosis personal” de drogas, que en Colombia y en muchas otras partes libró a los adictos de ser perseguidos como criminales. Pero no tuvo el menor efecto sobre el negocio. Porque toda la droga que circula en el mundo se consume en dosis personales, que se suman, como se suma en el otro extremo la producción de las fincas cocaleras, sean pequeñas o grandes.

En resumen: el problema no está aquí, sino allá. No está en la producción, y ni siquiera en el consumo de las drogas prohibidas: son mucho más dañinas para la salud de los consumidores las drogas legales que producen los grandes laboratorios farmacéuticos. La raíz del problema es la prohibición del consumo, que hace de la producción y del tráfico el negocio más rentable del mundo. Por eso es imposible ganar la “guerra contra las drogas” sofocando la oferta e intentando impedirla, y así se ha demostrado desde hace cuarenta años: si se aplasta en un sitio crece en otro, porque la demanda sigue intacta (o en aumento).

CORRUPCION

EL ESPECTADOR
INCOMPETENCIA Y CORRUPCIÓN

Indalecio Dangond B.

No existe una sola encuesta en este país que no raje la gestión pública. La divulgada esta semana por la firma Cifras y Conceptos —un estudio que muestra la percepción de los diferentes líderes de opinión del país— arroja unos resultados muy decepcionantes sobre la gestión del Gobierno, mandatarios locales, administradores de justicia y congresistas.     

Los indicadores de la economía están que pasan de semáforo amarillo a rojo. Las proyecciones de los expertos dicen que vamos a cerrar el año con un PIB del 1,8%, una inflación mayor al 4,5%, una balanza comercial negativa cercana a los US$10.000 millones y una tasa de desempleo del 9,8%. La deuda externa la doblaron en siete años, pasó de US$64.792 millones en 2010 a US$121.618 millones a julio de este año. Preocupante la vaina.

Ni qué hablar de los millonarios desfalcos a las entidades públicas por la perversa mermelada que instituyeron para comprar las conciencias de los congresistas de la coalición de gobierno. Dos datos escandalosos de esta maldita corrupción. En el año 2016, la Contraloría General de la República encontró 1.573 hallazgos fiscales por un monto de 10,4 billones de pesos. Y este será peor, porque según los registros de la Secretaria de Transparencia y del Inpec el 50% de los implicados en actos de corrupción en Colombia no paga cárcel, el 25% logra que le den casa por cárcel y el 25% restante paga una pena de escasamente 24 meses en pabellones donde les ofrecen privilegios especiales con relación a los presos del común.

A lo anterior súmele la mano de funcionarios incompetentes que tiene este Gobierno. No hay derecho que, entre el 2014 y el 2016, el ministro de la Defensa, el ministro consejero para el Posconflicto, el alto comisionado para la Paz y el director de la oficina de erradicación y sustitución de cultivos ilícitos hayan dejado crecer los cultivos de coca de 69.132 hectáreas a 146.139 hectáreas. Hasta les crearon una Asociación de Productores de Coca y les armaron un paro nacional por haber incumplido los acuerdos con los cocaleros. Esto nada más pasa en Colombia. Ahora, les salieron con el cuento chino de que les van a legalizar los cultivos de coca que tengan hasta 3,8 hectáreas. Les faltó prometerles una línea de crédito Finagro con tasa de interés subsidiada a largo plazo para que el Banco Agrario les financie las siembras del año entrante.

Otro tema de incompetencia y corrupción pública que hizo metástasis son los famosos Órganos Colegiados de Administración y Decisión —OCAD—, impulsados por el exministro Juan Carlos Echeverry, para definir los proyectos de inversión que se financiaran con recursos de las regalías.

Una reciente auditoría de la Contraloría General de la República encontró que, entre 2012 y 2016, a los gobernadores de la región Caribe les asignaron $8,1 billones, de los cuales sólo les aprobaron $4,3 billones (52%), porque el resto de los proyectos estaban mal formulados y estructurados. Lo peor del cuento es que solo han ejecutado el 33% de los recursos aprobados. Obviamente, esto tiene su torcida justificación. Los intereses que generan esos dineros en la banca los pueden utilizar para libre inversión, la que deja el CVY express.

Inviable, este país.

EL TAPEN, TAPEN NO ES ETERNO

José Roberto Acosta

Que la destituida directora del Sena violara el conducto regular para tramitar sus graves denuncias de corrupción en la entidad es prueba contundente de que ni los altos funcionarios del Gobierno confían en su propio régimen.

Ya en esta columna de septiembre de 2015 se denunciaron las irregularidades de Gina Parody como directora del Sena y que continuaron en manos de su sucesor.

Mediante circular conjunta externa del 5 de agosto de 2011, la contralora Sandra Morelli y el auditor general Jaime Ardila recordaron la normatividad constitucional y legal que prohíbe nóminas paralelas y que el presidente Santos ha desbordado con cargo a los impuestos de los colombianos para sostenerse en el poder.

Según la Ley 80 de Contratación Pública, se debe probar la inexistencia de la falta de personal de planta para ser proveído mediante contratación directa por prestación de servicios, pero entidades públicas como el Sena expiden “certificaciones de inexistencia de personal” como si hicieran empanadas, sin justificación ni límite, incurriendo en el delito de falsedad ideológica en documento público y falta disciplinaria gravísima.

El Sena llega al absurdo de contratar a particulares para que ejerzan funciones disciplinarias, contradiciendo sendos pronunciamientos de la Procuraduría General de la Nación que prohíben que un particular juzgue a un funcionario público. Es como si se contratara a particulares para que ejercieran de jueces, militares o policías. Gran exabrupto, como si este tipo de contratación y nóminas paralelas tuviera absoluta discrecionalidad y no estuviera limitado presupuestalmente.

En el Sena se obliga a que estudiantes de bajos recursos paguen su carné porque no hay dinero, a pesar de los $3,3 billones de recursos anuales, pero sí derrochan en la ilegal nómina paralela.

Y que no vengan con el falso cuento de que este es un ejemplo de “oposición interna” o de “autocontrol de prácticas corruptas”. No. Más parece vendetta y es prueba de la metástasis de la corrupción del régimen con elevados costos económicos.

Nunca antes el régimen había tenido tanto miedo de perder el poder, pues nunca antes se tenía tanta prueba documentada y contundente de su corrupción y nunca antes la ciudadanía había sido tan consciente del grado de descomposición moral de sus gobernantes. Por ello, si el próximo presidente es el candidato del régimen, Germán Vargas Lleras, sólo quedará el crujir de dientes.

EL REGRESO DE DMG

Yohir Akerman
David Eduardo Helmut Murcia Guzmán nació el 29 de julio de 1980. Con tan solo 37 años ha tenido que enfrentar los éxitos y fracasos que varias personas vivirían en múltiples vidas.

Empezó de abajo pero aún no sabemos dónde va a terminar. Me explico.  

Según documentos encontrados por la Fiscalía colombiana, DMG, como se le conoce popularmente, trabajó hasta 2005 promocionando videos con un sueldo mensual de $309.000 pesos.

A principios de 2004 gestionó un crédito de un millón de pesos para vender productos naturales con lo que, desde La Hormiga, Putumayo, logró crear el emporio de DMG Grupo Holding S.A.

Fue una historia de éxito tan impresionante que, incluso, los hijos del en ese entonces presidente Álvaro Uribe Vélez tuvieron una relación comercial con este polémico grupo.

Según lo publicó la extinta revista Cambio, en diciembre de 2006 la empresa de artesanías Salvarte, de propiedad de los pujantes Jerónimo y Tomás Uribe, hizo un negocio de intercambio de ropa para el lanzamiento del canal de televisión Body Channel de propiedad de DMG.

Briosos empresarios los Uribe.

Dos años después Murcia Guzmán fue capturado en Panamá por captación masiva e ilegal de dinero, y en enero del 2010 fue extraditado a Estados Unidos en donde aceptó cargos por lavado de activos.

Ahí se derrumbó el castillo de naipes.

El fiscal estadounidense Lev L. Dassin inicialmente pidió una pena de 20 años para Murcia Guzmán, pero la sentencia de la Corte Federal del Distrito Sur de Nueva York, el 12 de julio de 2011, estableció una condena de 108 meses, es decir, le esperaban nueve años de cárcel. 
El expediente de la Corte de este proceso es tan colorido como su historia.

El 31 de marzo de 2014, la Corte de la justicia americana enlistó once propiedades para ser incautadas por un valor de 27 millones de dólares. Entre esas, Murcia Guzmán entregó seis apartamentos en Brickell, un penthouse en Downtown Miami, otro en Golden Beach en Aventura, una residencia en Yacht Club en Miami Beach y una casa en California. 
Eso sin contar lo que tenía en Colombia o Panamá.

Pero el documento más interesante es el memorial del 11 de enero de 2016. Se trata de una petición en la que Murcia Guzmán, sin abogado y representándose directamente, le solicita a la Corte Sur del Distrito de Nueva York una reducción de su pena. 
Así como se oye.

Murcia Guzmán le pidió al juez que su caso fuera considerado como inusual o atípico para conseguir un trato preferente. El prisionero le interpeló a la Corte que no fuese tratado como un “extranjero deportable” (deportable alien), porque con esa categoría no podría gozar de algunos beneficios que les son otorgados a los reos estadounidenses.

Para eso, Murcia Guzmán explicó en una lista detallada los beneficios que podría tener si le era removida esa categoría.  

El primer elemento es el programa de drogas. Según la carta de DMG está contemplado que, si el reo apoya los programas contra las drogas y califica para los mismos, puede reducir su sentencia en un tiempo estimado de alrededor de doce meses.

Murcia Guzmán explicó que pudo haber sido electo para gozar de esta condición por el trabajo que hizo en la cárcel, y añadió que eso le permitiría salir el 8 de mayo de 2017. 
La otra causal es el Second Chance Act o Acto de Segunda Oportunidad que, según la carta del prisionero colombiano, consiste en la alternativa de tener doce meses de confinamiento en casa.

Finalmente, Murcia Guzmán también solicitó el beneficio del programa de rehabilitación, el cual consiste en asistir a clases y otros cursos certificados por universidades estadounidenses que Murcia Guzmán tomó.

El otrora empresario, que tenía colección de carros de lujo como Ferrari y Maserati, finalizó su carta implorando a la justicia americana y citando un caso conocido de otro reo en el que este estatus fue retirado para poder obtener esos beneficios.

Aunque el expediente no deja saber si la justicia americana accedió a su petición puesto que no figura ninguna notificación de respuesta, la sentencia en contra de este polémico empresario era por 108 meses por lo que su fecha de libertad sería en el 2019.

Ahora bien, una revisión de la base de datos de las prisiones federales de los Estados Unidos muestra que el reo David Eduardo Helmut Murcia Guzmán, número 82854-004, saldrá libre el próximo sábado 11 de noviembre. Un año y dos meses antes de lo pronosticado. 

Sorpresa, sorpresa, sorpresa.

Aparentemente las súplicas a la Corte surtieron efecto y ahora hay que definir si el célebre creador de la pirámide más grande de Colombia es deportado a la justicia nacional y, más importante aún, qué pasará con las victimas de DMG que no han conseguido su reparación completa.

POLITICA

EL ESPECTADOR

LA ECONOMÍA Y LAS CAMPAÑAS

Salomón Kalmanovitz
La economía colombiana atraviesa un momento difícil que el nuevo gobierno que se inaugure en agosto de 2018 deberá enfrentar. El crecimiento es muy bajo, los desequilibrios macroeconómicos profundos y los acreedores del país nos examinan con preocupación.

La economía crecerá en 2017 alrededor del 1,6 % y las perspectivas para el 2018 son un poco mejores, cuando se podrá superar un 2 %. La inversión en infraestructura se ha visto lesionada por los escándalos de Odebrecht, que han empañado la supuesta lucha contra la corrupción de Germán Vargas Lleras. La mejor perspectiva surge de un mayor crecimiento de la economía global y de aumentos de los precios del petróleo y del carbón, pero el resto de las exportaciones manufactureras y agrícolas no han respondido a la fuerte devaluación experimentada desde 2015.

Las malas políticas de la administración Santos han producido déficits tanto del Gobierno como de las cuentas externas del país. La reforma tributaria sólo le sumó tres puntos al IVA, lo que frenó el poco crecimiento que llevábamos; aun así, el faltante del Gobierno ronda 3,7 % del PIB, unos $32 billones. El Congreso no aprobó el impuesto a la renta de las personas naturales que son los dueños de las empresas, impidiendo solventar el desequilibrio fiscal.

El déficit en cuenta corriente con el resto del mundo está en 3,8 % del PIB y es un reflejo de la falta de ahorro, tanto del Gobierno como del sector privado. Es inaudito que la prolongada bonanza externa que vivimos fuera acompañada de un endeudamiento externo enorme (el del Gobierno alcanza hoy US$140.000 millones), en vez de financiar el déficit público con impuestos.

Un indicador del desequilibrio es la relación entre la deuda externa y los ingresos de la cuenta corriente: en 2010 era de 120 %, en 2016 fue de 230 % y la proyección optimista para 2017 es de 213 %, lo cual nos pone bajo la lupa de los acreedores del país y de las calificadoras de riesgo. El bajo crecimiento económico también dificulta cerrar los dos desequilibrios: el fiscal, porque se recauda menos y hay que gastar más, y el externo, porque se requiere contratar más deuda en dólares. La economía también enfrenta el riesgo de un presidente norteamericano que busca reducir las importaciones del resto del mundo y que puede liquidar el tratado de libre comercio con México y Canadá, haciéndonos daño con su política de “America first”.

Así las cosas, uno esperaría que los 22 candidatos que saltaron al ruedo para ser presidentes de la República tuvieran buenos análisis de la preocupante situación y programas listos para enfrentar tantos problemas; mostrar así que el país les cabe en la cabeza. Pero no. Sólo Jorge Robledo defiende el nacionalismo propio con la política de “Colombia first”, mientras Vargas Lleras ha prometido que quitará el cuatro por mil a las transacciones financieras y que acabará con el impuesto al patrimonio que, en su momento, fue muy progresivo.

Vargas Lleras no está enterado de que ese mismo impuesto al patrimonio se acaba este año y que la tasa del impuesto a la renta de las empresas está programado por ley para reducirse del 39 % actual al 32 % en 2019, que él pretende bajar ya a 30 %. La consecuencia de reducir impuestos irresponsablemente será aumentar el déficit fiscal en suficiente cuantía para perder la buena calificación que mantenemos, precipitar una fuga de capitales y otras desgracias en las que pocos candidatos han querido pensar y menos solventar.

GOLPE CON GOLPE

Tatiana Acevedo Guerrero
Este viernes se realizó el foro del Centro Democrático en Barrancabermeja. El evento, en el corazón del Magdalena Medio, incluyó los discursos de posibles candidatos presidenciales de la colectividad. Algunas de las ideas que resonaron durante la jornada hicieron referencia a la importancia de reformas en los servicios de salud. “Sólo permitiremos EPS que presten buen servicio y que tengan buen manejo y buena solvencia económica”, dijo en su discurso la precandidata María del Rosario Guerra. El líder partidista Uribe Vélez aplaudió esta intervención. No asomó remordimiento alguno pese a que hace menos de diez años su partido, liado con el movimiento regional Convergencia Ciudadana, hizo lo opuesto. Además de presionar a la población santandereana para que votaran por los candidatos de Convergencia, que promovía la candidatura de Uribe a la Presidencia, el Bloque Central Bolívar de las Autodefensas facilitó, por medio de vías armadas, el fortalecimiento y expansión de las prestadoras de salud Solsalud y Ganasalud. De acuerdo con la Fiscalía, las dos empresas y Convergencia Ciudadana tuvieron un “crecimiento paralelo” y apoyaron a candidatos sin dinero para financiar campañas. Asimismo, en poblaciones que registraban presencia del Bloque Central Bolívar, aumentaba de la noche a la mañana el número de afiliados a las mentadas empresas de salud.

En el caso de Solsalud, debe recordarse cómo su gerente se ufanaba en 2002 de poder entrar a las denominadas zonas rojas, en las que ninguna compañía podía prosperar debido al clima de violencia. Solsalud, que había nacido en 1996, dejó de ser una entidad de Santander, pues para 2002 prestaba sus servicios en 20 departamentos del país. Alfonso Riaño, quien en menos de tres años pasó de una votación de 9.663 votos para la Asamblea a una de 52.678 votos para la Cámara, era propietario de Ganasalud, ubicada en Cimitarra, Santander, municipio controlado por el Bloque Central Bolívar. “Ganasalud en el Magdalena Medio es propiedad de la familia de Riaño y sus exesposas (...) y hay un indicio grave de relaciones de la empresa con organizaciones al margen de la ley”, dictaminó la Fiscalía. Las rentas que paramilitares y políticos locales extraían del sistema de salud se vieron en ocasiones aumentadas, pues se podía inflar el número de beneficiarios del Sisbén para apropiarse de mayores subsidios estatales. Este caso se presentó en el departamento de Caldas, en donde se incluyeron al menos 5.000 registros falsos de afiliados a Solsalud durante el segundo período presidencial de Uribe Vélez.

Otras de las intervenciones del foro de Barrancabermeja hicieron énfasis en la impunidad de la que, presuntamente, gozarán muchos aspirantes a elección popular. El candidato Iván Duque se quejó de los alcances de los corruptos y narcos. “Vamos a crear una fuerza élite para combatir la corrupción y quitarles a estos criminales de cuello blanco lo que nos han robado”, afirmó. Dentro del público que aplaudía estaba, quizás, Ciro Ramírez, representante a la Cámara (candidato al Senado) por el Centro Democrático e hijo de un notable político con el mismo nombre. Ramírez padre destacó en los 90 por defender los intereses de cada gobierno de turno (defendió a Samper en el proceso 8.000, a Pastrana en el Caguán y fue promotor de las reelecciones de Uribe). A cambio de estas labores, Ramírez aseguró representación burocrática nacional y regional en el Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura y el Instituto Nacional Penitenciario (Inpec). De acuerdo con acusaciones de la Fiscalía, a cambio de plata o votos Ramírez intervino para reducir la exposición penal de políticos y narcotraficantes. Aunque fue absuelto por la Procuraduría de Alejandro Ordóñez, Ramírez se retiró del ojo público y trasladó el capital electoral que acumuló a su hijo.

SEMANA 
TIMOCHENKO: EL CANDIDATO QUE OFENDE
José Manuel Acevedo

La candidatura confirma nuestros peores temores: que las víctimas no fueron ni son el centro de la negociación y que el presidente mintió varias veces.

Cuando el 23 de mayo de 2012 el presidente Juan Manuel Santos prometió en un trino que “ni Timochenko ni ninguno de los cabecillas de la guerrilla van a llegar a cargos de elección popular por el Marco Jurídico de Paz”, algunos colombianos respiramos tranquilos. La norma que le otorgaba herramientas al Ejecutivo

para poder negociar con mayor flexibilidad también

imponía límites razonables para restringir la participación en política de los máximos responsables de delitos de lesa humanidad.

La cerca se fue corriendo con el transcurrir de los meses, y el gobierno pasó de contar con aquel marco a no tener ninguno para poder permitirles de manera irrestricta la participación en política a los miembros del secretariado de las Farc, pese a no haber cumplido sus sanciones.

El silencio fue conveniente. La ambigüedad deliberada. Los negociadores tenían claro, al igual que los legisladores –incluidos los de Cambio Radical que ahora se rasgan las vestiduras–, que la posibilidad de que los miembros de las Farc hicieran política sin ninguna condición estaba pactada. Aprobaron el acto legislativo para la paz sin chistar e incluso aceptaron aplazar las discusiones de fondo para el momento en que se estudiara la ley estatutaria, a sabiendas de que si no se introducían cambios serios en la reforma constitucional, sería muy poco lo que podría lograrse después.

Así las cosas, la candidatura de Rodrigo Londoño, Timochenko, lejos de sorprendernos nos confirma nuestros peores temores: que las víctimas no fueron ni son el centro de la negociación; que el presidente mintió no una, sino varias veces cuando en junio de 2015 le dijo a Claudia Gurisatti en Noticias RCN que “no habría curules gratis para las Farc” o cuando en el debate presidencial de El Tiempo en 2014 sentenciaba que “cualquier persona que haya cometido crímenes de lesa humanidad tiene que ir a la cárcel porque así lo dice la Constitución Nacional y la legislación internacional”.

Lo que de verdad ofende de la candidatura del señor Londoño no es que pueda llegar a ser presidente –por ahora bastante improbable–, sino que él y el resto del secretariado se presenten como candidatos legítimos con todas las gabelas del Estado sin haber aportado verdad y reparación a las víctimas del conflicto, sin haber entregado los bienes que prometieron en su exiguo listado y, de remate, usando las mismas siglas con las que infligieron temor y muerte a millones durante décadas.

Ahora, el señor presidente les pide más generosidad a las víctimas que apoyaron el acuerdo. Como si hubiese sido poca la cuota de dolor que aportaron con sus seres queridos secuestrados, desaparecidos y asesinados. Como si no hubieran sido lo suficientemente generosos acudiendo a La Habana a darles la cara a sus victimarios, participando de actos privados de perdón que no se compadecen con las exigencias de verdad completa y real contrición.

Lo que nos pide Santos no es ya que renunciemos a la justicia maximalista, sino que abandonemos las exigencias mínimas que deberíamos hacerles a las Farc.

La candidatura que ofende, la del señor Londoño o la del temible Timochenko, condenado a más de 400 años de prisión si fuera posible sumar sin límites sus múltiples penas, se convierte, pues, en el más grande desafío al Estado social de derecho desde 1991 y en un papayazo de lujo para que la Corte Penal Internacional pase de las advertencias a la acción, porque si hay algo que transgrede más la obligación suscrita en el Estatuto de Roma de investigar y asignar sanciones proporcionales a la gravedad del delito, eso es permitirle a un violador de los derechos humanos ser candidato presidencial sin arrimarse medianamente a la justicia transicional.

La aspiración de Timochenko indigna y duele, no porque le fuera vetada para siempre la posibilidad de hacer política, sino porque su inmediatez implica impunidad y se erige como la peor bofetada a las víctimas y a las instituciones del país. 

EL TIEMPO
CONSULTA LIBERAL
Rudolf Hommes
Esta puede verse como una votación a favor o en contra de las ideas democráticas liberales.

En el correo de este diario del jueves pasado fue publicada una corta nota de un lector que critica a los aspirantes liberales a la presidencia por insistir en llevar a cabo la consulta cuando podrían decidir eso en un almuerzo, y dice que de todas maneras el seleccionado va a ser derrotado por “el que diga Uribe”. Siguiendo esa lógica, se podría argumentar que lo más barato sería preguntarle a Uribe quién va a ser el presidente. Nos ahorramos las elecciones y las consultas, pero sacrificamos la democracia. El lector no le da ningún valor al derecho que tiene el pueblo de seleccionar y elegir a sus gobernantes, y por eso le parece cara la consulta liberal.

Los miembros de los partidos tienen derecho a escoger quién los va a representar en la contienda por la presidencia, y a los liberales no les da lo mismo si es Cristo o De la Calle. Ellos dos también tienen derecho a ser escogidos democráticamente, no a dedo. El partido y todos los ciudadanos que no son de derecha, los que son demócratas progresistas y los que no quieren que se detenga el proceso de paz pueden votar en esta consulta por el candidato que tenga el mayor chance de ganarle a la derecha, o de contribuir a que no gane. De la misma manera, los de la derecha y los que no quieren la paz están interesados en que el candidato del Partido Liberal sea el que tenga la menor probabilidad de ganar.
Esta consulta no va a ser entre unos pocos liberales para escoger entre dos aspirantes, sino que va a ser un evento nacional en el que todos los ciudadanos pueden participar para votar por el que más les conviene, de acuerdo con su ideología, sus creencias y sus deseos. Por esa misma razón no podía llevarse a cabo en marzo, como quería Juan Manuel Galán, porque para entonces sería muy inferior la probabilidad de ganar o de afectar el resultado final.
Posiblemente, Galán no ha tenido en cuenta la trascendencia de esta votación y equivocadamente pensó que solamente votarían los liberales y que entonces ganaría la maquinaria. Por el contrario, con el interés del país en mente, De la Calle decidió apostarle a adelantar la consulta corriendo el riesgo de que le gane Cristo con la maquinaria y el de que Juan Manuel hubiera participado, caso en el cual le hubiera quedado más difícil ganar por el atractivo electoral de la marca Galán.
La consulta liberal puede verse como una votación a favor o en contra de las ideas democráticas liberales o de la paz. Con seguridad, los miembros del Centro Democrático van a favorecer a Cristo, aunque él también ha trabajado acuciosamente a favor de la paz y es un liberal convencido. Si los seguidores de Sergio Fajardo hacen lo mismo para evitar que surja otro candidato de centroizquierda, van a aumentar la probabilidad del ascenso de la derecha al poder, o a contribuir a que sea Petro el que se le oponga en segunda vuelta. Uno podría pensar que los de ‘la U’ voten como liberales. Probablemente irán divididos pero van a votar en la consulta, como los de Cambio Radical.
Con lo que se debe tener mucho cuidado es con las falsas noticias con las que se intenta meterle miedo a la gente, por ejemplo con los dólares que supuestamente tienen las Farc en Nicaragua, porque con ellos podrían comprar la presidencia de ‘Timochenko’. Repiten que el Presidente y su hermano Enrique son de extrema izquierda, que con De la Calle les entregaron el país a las Farc y cosas por el estilo. Con varios de ellos no valen argumentos ni evidencia de que se trata de propaganda malintencionada, diseñada para manipular timoratos. El problema es que los que están convencidos de que es cierta son muy efectivos predicadores del engaño. Hay que aprender a vivir con falsas verdades y a no dejarse manipular.
BOGOTA
SEMANA
PEÑALOSA VS PEÑALOSA
Daniel Coronell

En el documento recuperado, Peñalosa explica porque no debe hacerse un metro elevado como el que ahora él quiere hacerle a Bogotá.

El alcalde de Bogotá, Enrique Peñalosa, sostiene hoy exactamente lo contrario de lo que ha dicho por años. Buena parte de su existencia la ha dedicado a desacreditar los metros como sistema de transporte masivo mientras recomendaba -aquí y allá y en todos los idiomas- los sistemas de buses como Transmilenio.   
Ha recorrido el mundo vendiendo su pretendida obra maestra como un sistema rápido, cómodo, cumplido y seguro. Muy distinto al Transmilenio real que sufren los bogotanos diariamente.

Sin embargo en su última elección –y desde luego pensando solo en los votos– decidió autodeclararse impulsor del metro que tanto ha combatido.

El profesor Carlos Carrillo, estigmatizado por el peñalosismo por ser un documentado crítico del alcalde, ha hecho un riguroso trabajo de recopilación de las inconsistencias de Peñalosa sobre el tema.
Uno de sus hallazgos más interesantes es un documento de 2010, titulado “Movilidad para Bogotá: ¿Metro o Transmilenio?”. En la extensa disquisición de 87 páginas, Peñalosa sostiene que el metro no es necesario porque Transmilenio hace exactamente lo mismo pero más barato. El papel había desaparecido de internet pero -con paciencia de arqueólogo digital- el profesor Carrillo lo desenterró.

En el documento recuperado, Peñalosa explica porque no debe hacerse un metro elevado como el que ahora él quiere hacerle a Bogotá: “Afortunadamente no se propuso una línea elevada de metro para Bogotá. Las líneas de metro elevadas hacen daños urbanísticos severos a la ciudad. Por ejemplo en la avenida Caracas habría que cortar todos los árboles de caucho del separador. Estas líneas de metro elevadas oscurecen, ocasionan desvalorización y criminalidad a sus alrededores. Para prever su impacto, basta observar lo que pasa bajo los actuales puentes en Bogotá: Aunque son cortos, son orinales en espacio público, atracaderos, que desvalorizan sus alrededores. En las ciudades avanzadas del mundo se demolieron casi todas las líneas elevadas de metro. En Paris y Nueva York construyeron unos parques sobre un par de pequeños tramos que quedaron de algunas líneas elevadas que se demolieron”.
Ahora Peñalosa está proponiendo como “metro para Bogotá” una línea elevada de menos de 26 kilómetros.

En una entrevista de Caracol Televisión del año 2008, Peñalosa le dijo al recordado Camilo Durán que el metro no servía “ni regalado” porque había que subsidiar su funcionamiento para siempre. También descalificó la construcción de lo que llamó “una rutica de 25 a 30 kilómetros”, exactamente lo que ahora le ofrece a Bogotá.

Aseguraba el alcalde que ese tipo de líneas era una pésima inversión porque con lo que costaba construir un trayecto de 27 kilómetros –menos de lo que hoy asegura que va a construir- se podrían hacer muchos kilómetros de Transmilenio. En el documento citado Peñalosa aseguraba: “La demanda que atendería la línea de metro escogida se puede atender ampliamente con las troncales de TransMilenio Décima-Séptima, Autopista-Caracas, y Calle 13-Américas. Sería además muy fácil construir troncales adicionales (...) Estas troncales serían más efectivas que la línea de metro porque tendrían una capacidad mucho mayor”.

En el año 2014 cuando iniciaba su campaña para volver a la alcaldía de Bogotá, fue a  Suecia a decir en inglés lo contrario de lo que prometía en español a sus electores a los que les empezaba a hablar de las bondades del metro. “Infortunadamente tenemos que escoger. Mucho me temo que vamos a escoger la línea de metro. A pesar de que, en mi opinión, es una inversión completamente irracional. Porque como lo mencioné Transmilenio hace básicamente lo mismo que el metro, o quizás un poco más. Estamos hablando de 27 kilómetros en lugar de 440. Con esa cantidad de plata podríamos hacer maravillas. Intersecciones subterráneas para evitar los semáforos”.

Con “la rutica”, como Peñalosa describía el remedo de metro que hoy le propone a Bogotá, el alcalde le está cerrando la puerta a la construcción de un verdadero metro para la capital.

En cambio, varias generaciones van a pagar un conjunto de puentes elevados por el que se moverán trenes que alimentarán a los anacrónicos buses de Transmilenio que tanto halagan la vanidad del mandatario.
MOVILIDAD
EL ESPECTADOR

ESCRITO EN EL FUTURO

Héctor Abad Faciolince
A veces uno puede tener la sensación de estar después. Hoy, concretamente, escribo esta nota desde la isla del día después, desde nuestros antípodas en el mapamundi y en la zona tórrida: desde la isla de Java. Son las seis de la mañana del viernes tres de noviembre; en Colombia todavía es ayer: las seis de la tarde del jueves dos. Si me muriera en este instante y mis hijos supieran la noticia dentro de una hora, podrían decir: “nuestro padre se murió mañana”.

Pero no es en ese sentido del huso horario mundial que me siento en el futuro. La sensación que tengo es más cultural, ambiental y más preocupante: siento que las grandes ciudades de la isla más poblada de Indonesia (fascinante en muchos otros aspectos) anuncian el futuro ominoso de nuestras grandes ciudades colombianas y latinoamericanas: polución incontrolable del aire, hacinamiento, agua impotable y el tráfico más loco y desesperante de la tierra.

Desde cuando llegué a Yakarta hace más de una semana, he tenido tos y un persistente dolor de garganta. Primero creí que era un resfriado por el contraste entre el calor y la humedad de afuera, y la sequedad y el frío del aire acondicionado; después pensé que era un virus; luego lo atribuí a una infección y empecé a tomar antibióticos. Como el dolor y la tos no se me quitan con nada, y tengo los ojos rojos, ahora creo saber a qué se debe: es la contaminación del aire, que aquí ni siquiera se atreven a medir, pero debe ser de las más altas del mundo.

Vengo de Medellín, que no es propiamente un ejemplo de aire puro. Pero esto es otra cosa: esto es un nivel superior del mal aire. Y el motivo principal es muy simple: en la isla de Java y especialmente en Yakarta la gente se transporta sobre todo en moto. Hay decenas de millones de motocicletas rodando por la isla, zumbando y dando vueltas como moscas. En la sola Yakarta circulan casi 30 millones de motocicletas.

Si el tráfico de Lima, Bogotá, México, Medellín les parece infernal, es porque todavía no han visto este otro círculo, mucho más hondo, del infierno. El infierno del tránsito urbano. Y Yakarta, repito, es una imagen de nuestro futuro si seguimos por el absurdo camino que hemos tomado también en Colombia. Este infierno de motos contaminantes y tráfico imposible es lo que nos espera a la vuelta de pocos años si los gobernantes no hacen algo por invertir la terrible tendencia suicida que estamos siguiendo.

Este camino a la locura está conformado por la peor de las alianzas: la que hay entre una pequeña élite poderosa y oligárquica que se lucra de la venta, importación y ensamble de motos a bajo costo, y otra pequeña élite populista de izquierda que se une con esos oligarcas para gritar que la moto es la mejor y la más barata solución de transporte para los pobres, para el pueblo. Ganancias infinitas por un lado, y populismo barato por el otro.

De este matrimonio contra natura se deriva un desprecio e incluso una animadversión por el transporte público de calidad (metro, tranvías, carriles para buses articulados, bicicletas públicas, bicicletas eléctricas) y una complacencia feliz (antiburguesa, dicen) con la loca anarquía de las motos, en la que los nuevos pobres individualistas se mueven como les da la gana. Y matan. Y se matan.

A los columnistas nos aborrecen a veces por criticarlo todo sin proponer soluciones. Propongo, pues, algunas soluciones: impuestos crecientes y feroces a la compra de motos y de automóviles particulares. Uso de esos impuestos en implementación de nuevos servicios cada vez mejores y combinados de transporte público: líneas de metro, tranvía y buses articulados. Bicicletas y carros compartidos (ojalá eléctricos). Escaleras eléctricas e incluso “tapis roulantes” (cintas transportadoras) elevadas para los peatones. Estimular el uso de la moto como medio de transporte individual solo nos llevará a este infierno asiático que, visto desde el futuro, está comprobado que no funciona, que es absurdo y contaminante, que es horrendo.

ECONOMIA

EL ESPECTADOR

Y PARA CRECER AL DOBLE, ¿QUÉ?

José Manuel Restrepo
Los más recientes datos del DANE dejan una profunda preocupación en relación con el crecimiento de la economía y su impacto en el empleo de los colombianos, asunto que de inmediato significa un efecto igualmente peligroso en el ingreso de las familias y, con ello, en su capacidad de consumo. Luego de muchos meses en que la tasa de desempleo venía disminuyendo o por lo menos era estable, agosto de 2017 muestra un incremento significativo en la tasa de desempleo del 8,5 % de 2016 al 9,2 % en 2017. El dato es aún más preocupante cuando se compara dicha cifra para las zonas urbanas más representativas del país, donde volvemos al doble dígito en materia de desempleo, al pasar del 9,2 % en 2016 al 10,5 % en 2017. De las 23 ciudades que estudia el DANE, en el 75 % de ellas el desempleo viene en aumento, asunto que no es de poca monta en función de las posibilidades de crecimiento a corto y mediano plazo. Está claro, entonces, que lo que preveíamos iba a suceder más temprano que tarde, empieza a ocurrir, y la desaceleración económica empieza a pasar la factura en materia de empleo. Es evidente que un país como el nuestro, creciendo en su PIB entre el 1 y el 2 %, tiene una dificultad estructural para sostener el nivel de ocupación.

A la preocupación anterior es menester sumar las ya frecuentes disminuciones o menores previsiones de las tasas de crecimiento proyectado del PIB de Colombia tanto para 2017 como para 2018 por organismos internacionales (FMI, Banco Mundial, Cepal, OCDE) y las estimaciones de los expertos en el sentido de que el nuevo crecimiento potencial del país se puede ubicar entre el 3 y el 4 %, cifra que es igualmente precaria si queremos seguir disminuyendo la tasa de desempleo y generando ingresos en la economía.

Lo anterior me recuerda un libro que fue publicado en referencia a la vida, obra, legado y secretos del presidente Alfonso López Michelsen bajo el título Palabras pendientes, un trabajo de entrevistas y conversaciones del presidente con el periodista Enrique Santos Calderón. Dicho libro tiene una parte en la que el presidente hace referencia a su preocupación sobre la fuente de crecimiento de largo plazo de Colombia. Comenta que por muchos años vivimos del café, por otros tantos del petróleo, y la pregunta de fondo que plantea es de qué vamos a vivir de allí en adelante (entre otras, con sentido visionario, anticipándose a lo que viene ocurriendo en Colombia en los últimos dos años). Llega incluso a recomendar a la juventud hacer uso de su inteligencia creativa para lograrlo. Para mi gusto, esta es una de las preguntas centrales que, entre otras, debería exigírsele a cada candidato presidencial, porque representa el almendrón de para dónde va Colombia. Siento de entrada que no existe una respuesta en las propuestas de candidatos, ni del Estado en su realidad actual.

Esta es la misma pregunta que nos dejó el vicepresidente del Banco Mundial, Paul Romer, en reciente visita a Bogotá, cuando afirmó que “Colombia debe pensar cómo crecer el doble”, para luego recomendar la urgencia de diversificarse, de acelerar la tasa de crecimiento y no dedicarse exclusivamente a pensar en cómo controlar las fluctuaciones, que es a lo que nos hemos dedicado con programas como PIPE 1 y 2 (Plan de Impulso a la Productividad y el Empleo) y ahora con Colombia Repunta. Todos ellos programas de acción a un muy corto plazo que han reposado especialmente en el sector construcción.

Para enfrentar la elevación en el desempleo que empieza a asomar la cabeza, no es suficiente proponer acciones a corto plazo que enfrenten la fluctuación; es indispensable pensar en identificar sectores estratégicos claves y focalizar acciones para su crecimiento y desarrollo, preparar políticas que nos preparen para el fin del bono demográfico y empezar a enfrentar trabas al desarrollo empresarial en temas como legislación de tierras, consulta a comunidades y licencias ambientales, así como acciones específicas para elevar la productividad y competitividad empresarial, en donde llevamos años de discurso y, a su vez, de estancamiento.

EL ALZA DEL DESEMPLEO

Eduardo Sarmiento
La evolución del desempleo no ha recibido la suficiente divulgación. Los avances que el país tuvo en la primera administración Santos se diluyeron en los últimos tres años. El desempleo llegó a 9,2 % en los últimos meses y se aproxima a los dos dígitos.

Lamentablemente, la economía se vino abajo en el 2014 y el Gobierno se resistió a reconocer las causas estructurales. La caída de los precios del petróleo se interpretó como un fenómeno temporal que se corregía con disposiciones convencionales de mercado. Los daños dejaron al descubierto serias falencias estructurales e institucionales en el sector externo y el marco macroeconómico. La primera señal de la debilidad del sector externo se dio cuando la devaluación masiva fue seguida por el desplome de las exportaciones, y en particular de la industria. Luego se vio que las decisiones del Banco de la República sobre las tasas de interés de referencia provenían más de la cartilla que del análisis coyuntural, y que las reformas tributarias del Ministerio de Hacienda se orientaban más a complacer a las firmas calificadoras de riesgo que a reactivar la economía, como lo demostró la elevación del IVA en un momento recesivo.

Tal vez donde se observa más claramente la naturaleza estructural de la economía colombiana es en el mercado laboral. Hasta mediados de 2014 el empleo crecía por encima de la población y el desempleo disminuía sistemáticamente. La tendencia cambió drásticamente en la segunda administración Santos y, como de costumbre, se atribuyó a factores transitorios. Mas, en un principio se ocultó con el aumento de trabajadores inactivos, que se entiende mejor por factores estadísticos que laborales. Lo cierto es que luego de que el empleo creciera durante varios años alrededor de 3 %, en los dos últimos años lo ha hecho sistemáticamente por debajo de 1 % y en la actualidad no llega ni a 0,5 %.

La explicación la he presentado en varias oportunidades. La caída de los precios del petróleo y la revaluación de 10 años configuraron una estructura externa de baja demanda. El cuantioso déficit en cuenta corriente se buscó corregir con una política macroeconómica restrictiva que ocasionó un exceso de ingreso nacional sobre el gasto que bajó el crecimiento económico de 5 a 1,3 % y contrajo el empleo por debajo de la población.

Estamos ante el clásico estado de exceso de ahorro. El consumo y el producto crecen al mismo ritmo, y la inversión, cuatro puntos por debajo. La política monetaria convencional es inoperante en condiciones de tasa de interés mundial cero y la política fiscal de déficit financiado con títulos de ahorro les resta recursos al crédito y la inversión.

El resultado descrito, a pesar de su enorme simplicidad, no se asimila en los círculos influyentes. El Banco Mundial, con su vicepresidente a la cabeza, ha creado la versión incorrecta de que el mal comportamiento de la economía obedece a la baja productividad y que la solución es de difícil comprensión e incierta.

Si la caída de la economía estuviera en la disminución de la productividad, la caída de la producción no tendría como contraparte una disminución del empleo. La fuerte relación entre las dos variables es una clara evidencia de que el deterioro de la economía se origina en factores de demanda que no caben dentro de los dictámenes del mercado. Se configura un círculo vicioso en el que la caída de la producción contrae el empleo y éste acentúa el deterioro de la producción.

Al ahogado no hay que buscarlo aguas arriba. La caída de la economía se origina en la deficiencia estructural del sector externo y se acentúa por el manejo macroeconómico. La solución no puede ser distinta a la de una nueva visión que reconozca los efectos destructivos de la globalización y la ineficacia de la autonomía del Banco de la República.

LOS RIESGOS DE OLVIDAR LA HISTORIA

Mauricio Botero Caicedo
Con el título “Sincerín, un corregimiento abandonado, como tantos otros de Bolívar”, el lunes pasado se publicó en Las 2 Orillas un interesante artículo de Cel Arroyo. En dicho escrito, Arroyo relata la decadencia de un corregimiento en el municipio de Arjona, que en su día fue un emporio de riqueza: “Nos adentramos en sus calles polvorientas, con charcos y huecos por doquier sin observar por ningún lado el poderío del que fue el centro del comercio azucarero de Colombia en la primera mitad del siglo XIX (Ingenio Central de Colombia). Esta hacienda colonial española dominaba los comercios del interior y es que, por aquel entonces, en Sincerín se producían la friolera de 20 toneladas de azúcar, levadura y alcohol diario que distribuían a través del canal del dique por toda Colombia, en estas tierras dichosas por la caña «que da miel sin necesidad de abejas», como la llamaban los persas alrededor del siglo V. a C… Además, el ingenio tenía su propia moneda que aceptaban en los lugares de alrededor... Un pueblo que supo administrar sus riquezas en pro de la comunidad, dejando mejores infraestructuras para las generaciones venideras. Pero no, la sensación final de Sincerín es de un corregimiento, como tantos otros de Bolívar, abandonado, olvidado por el Estado que parece no recordar que las vías no solamente conducen de un centro poblado a otro y que el desarrollo económico y social no sólo viene de la mano del cemento”.

El auge del azúcar en el Valle del Cauca se debió a la mayor productividad y contenido de sacarosa en la caña. Pero hoy en día la industria azucarera en el valle geográfico del río Cauca se ve amenazada por una extraña amalgama de indígenas, izquierdistas y ecofanáticos —indiferentes a que esta región corra la misma suerte de Sincerín— y que exigen que se levante hasta la última mata de caña: algunas comunidades del pueblo nasa del norte del Cauca, organizadas en cabildos indígenas, afirman que están en lucha contra la Conquista desde 1538: “En los últimos 46 años hemos andado con una plataforma de lucha que nos llevó a recuperar la tierra y ampliar el territorio. Hoy, cuando más que nunca en la historia el modelo económico se ha hecho poderoso y esclaviza el planeta, decidimos pasar a la ofensiva entrando directamente en fincas del capitalismo a cortar el monocultivo de caña y sembrar comida para liberar la Madre Tierra… la mitad de la tierra que hoy poseemos es de conservación, y por tal motivo no tenemos dónde sembrar comida”.

Detrás de las declaraciones de los indígenas nasa se esconden cuatro “mitos urbanos”: el primer mito —que todo historiador serio niega— es que esas tierras le han pertenecido a la comunidad nasa; el segundo es que la política indígena es producir comida: al contrario, lo que hacen es picar y dejar descansar la tierra. El tercer mito es que no tienen dónde sembrar comida: de las 612.959 ha que hoy en día poseen los indígenas, 382.025 son aptas para actividades agropecuarias. Pero además poseen 161.175 ha. que son áreas erosionadas que podrían ser acondicionadas para hacerlas productivas. Las tierras aptas de los indígenas son un área mayor que el valle geográfico del río Cauca (238.204 ha). El cuarto mito es que la mitad de la tierra que poseen los indígenas es de conservación cuando el área ambiental (reserva forestal, páramos y parques) en poder de ellos sólo son 69.759 ha. Difundir mitos es lo que más contribuye a olvidar la historia.

PARA PENSAR
EL ESPECTADOR

CIENCIA, CONCIENCIA Y CONTRACIENCIA

Rodrigo Uprimny
Clair Patterson fue un brillante científico estadounidense que logró averiguar en 1956 la edad de la tierra (4.500 millones de años), por medio del estudio del contenido de plomo en un meteorito. Al hacer este experimento constató que en el medio ambiente había mucho más plomo que el previsto, lo cual era muy riesgoso pues este metal es muy tóxico y causa enfermedades muy graves, muchas mortales. Patterson denunció entonces ese riesgo y argumentó que el incremento del plomo ambiental debía estar vinculado al uso industrial masivo de este elemento químico, por ejemplo como aditivo en la gasolina o en ciertas pinturas.

Las conclusiones de Patterson fueron atacadas por Robert Kehoe, quien era financiado por la industria petrolera y argumentó que el incremento de plomo ambiental era leve y se debía a puras causas naturales. Y que, en todo caso, ese nivel de plomo no era perjudicial pues el ser humano ya se había adaptado a él.

Patterson refutó esas objeciones. Mostró por ejemplo que la cantidad de plomo en esqueletos de momias de hace varios siglos era muchísimo más baja que en esqueletos contemporáneos, lo cual probaba un incremento significativo reciente del plomo ambiental, que se debía a causas humanas y que tenía efectos perjudiciales para la salud, pues en términos evolutivos era impensable que en pocos siglos el ser humano hubiera podido adaptarse a esos altos niveles de plomo.

Patterson se vio entonces fuertemente atacado por la industria. Muchas de sus financiaciones fueron canceladas y Kehoe intentó ridiculizarlo, sembrando dudas sobre sus conclusiones y acusándolo de fundamentalista y enemigo de la industria. Pero afortunadamente Patterson insistió en sus tesis, mostrando nuevas evidencias de la contaminación industrial por plomo y sus enormes riesgos para la salud. Con mucha dificultad, y después de 20 años, las tesis de Patterson triunfaron y el uso industrial del plomo fue progresivamente prohibido. El porcentaje de plomo en la sangre humana ha caído drásticamente desde esa interdicción. Hoy millones de seres humanos le deben a este valeroso científico no estar enfermos por envenenamiento por plomo. ¡Pero cuántos murieron o enfermaron en esas dos décadas!

Patterson es el héroe de esta historia por su digna defensa de una ciencia con conciencia. Pero el villano, Kehoe, es también un personaje interesante pues es el prototipo de la “contraciencia” al servicio de intereses poco nobles, como poner en duda el cambio climático o defender los privilegios de ciertas farmacéuticas o industrias de alimentos. El libreto se repite: “científicos” con claros conflictos de interés, que buscan sembrar dudas sobre resultados muy sólidos pero que son contrarios a las industrias que los financian. Y para fabricar esas dudas, estos “científicos” exigen a la ciencia certezas absolutas que esta, falible y humana, nunca puede brindar, y acusan de fundamentalistas o enemigos del desarrollo a los académicos que señalan riesgos de los productos o tecnologías desplegados por esas industrias.

PARA LEER

EL ESPECTADOR

DESNUDARTE

Fernando Araújo Vélez
Ahora que recuerdas, ahora que escribes para recordar, retrocedes a viejos tiempos que parecían pintados en blanco y negro, y desde el blanco y desde el negro, desde el bien y desde el mal, te devuelves, perseguida por palabras que se repetían día a día, como educar, enseñar, corregir, y las pronuncias y su tufo te provoca náuseas. Las repites, como las repetiste durante tantos y tantos años, metida en un tren blindado sin rumbo, y de tanto repetirlas vas comprendiendo que sí, que te educaron, te enseñaron, te corrigieron para hacerte una más de su cuadrilla, y para que entendieras, a los golpes si era preciso, la imperiosa necesidad de obedecer.

Ahora que recuerdas, te indignas por la petulancia de quienes te educaron, te enseñaron y te corrigieron, y no contentos con eso, te obligaron a obedecerles. Ahora que escribes, te fastidias y desglosas las palabras, sus significados, la arrogancia que se esconde detrás del te educo, te corrijo y demás. Revives los catecismos, y eliges, casi a los gritos, cambiar esos catecismos, la educación y la enseñanza por el dejar ser, y transformar el yo corrijo por el yo sugiero. Te van a decir anarquista, pseudo liberal, pseudo revolucionaria, y te van a señalar por donde vayas.

Van a acusarte de mil cosas, entre ellas, de ser rebelde sin causa y revolucionaria de alto abolengo. Tú responderás una vez más, como me comentaste alguna tarde, que los revolucionarios vienen de arriba generalmente, y que por haber estado allá arriba conociste de primera mano los manejos y las comodidades y las intenciones de quienes mandan, y por supuesto, sus artimañas. Responderás que quien viajó en Rolls Royce ya comoció el Rolls Royce y no se va a dejar tentar por uno, y concluirás que las teorías del orden y la organización ya han dejado demasiados muertos en el camino. Han fracasado, añadirás, y dejarás abierta la opción de la anarquía.

Evocarás a Diógenes Larecio, quien buscaba un hombre, sólo un hombre y nada menos que un hombre, y querrás ser una mujer, sólo una mujer, arrancándote los disfraces y las máscaras, el manual de instrucciones y las herencias y las lecciones de bien que te dieron los dueños del bien. Y querrás desnudarte, por supuesto, pero eso no te lo enseñaron jamás.

ESPIRITUALIDAD

VANGUARDIA

¿POR QUÉ VIVIMOS A LA DEFENSIVA? ¿POR QUÉ VIVIMOS A LA DEFENSIVA?
Euclides Ardila Rueda

Si decidimos vivir a la defensiva estaremos en constante tensión, al punto de arruinar nuestra tranquilidad interior.

Estamos acostumbrados a ver tantos asaltos a la buena fe que hoy, de manera literal, sospechamos hasta de nuestra propia sombra.

Yo sé que con cierta frecuencia es preciso ‘chequear’ qué y quiénes nos rodean para conocer el contexto en el que estamos inmersos, pero no por eso debemos ir proyectando en los demás nuestros delirios de persecución.

Si bien la desconfianza en dosis razonables es innata y necesaria, se debe ejercer control sobre esta emoción, ya que nos puede privar de compartir con gente valiosa.

Una cosa es tomar medidas de seguridad sobre cualquier circunstancia y otra muy distinta es afectar nuestra tranquilidad interior, al punto de sospechar sobre de cada paso que da nuestro compañero de al lado.

Hay gente tan prevenida que se cree el cuento de que es el blanco de una red de maniobras, las cuales supuestamente se tejen en su contra.

He conocido a muchos que son así de recelosos. Y la verdad no puedo crecer que sean felices, pues siempre están viendo lo peor en los demás.

Estar siempre alerta permite adelantarse a posibles ataques, pero genera tal desconfianza entre la gente que también fomenta el aislamiento y, sobre todo, grandes errores de interpretación.

Su excesiva malicia los convierte, por lo general, en personas poco asertivas y complicadas para relacionarse con la comunidad.

Los desconfiados viven de una manera neurótica el trato con los demás y consigo mismos.

Además tienen una experiencia constante de sufrimiento, perseveran en el conflicto y, por ende, estas formas de actuar ponen en riesgo sus propias relaciones afectivas, laborales y familiares.

No podemos vivir en ese desgaste. Ni usted ni yo somos jueces, aunque tampoco tenemos por qué ser víctimas.

Es importante que las cosas fluyan sin estar prevenidos de todo.

La invitación es aprender a sobrellevar cierta incertidumbre y a reaccionar solamente ante hechos comprobables.

Dicho de otra manera, debemos concederles a los otros el beneficio de la duda y no la certeza negativa, evitando de esta forma no caer en la trampa de vivir a la defensiva cada minuto de las veinticuatro horas del día.

FARANDULA
EL TIEMPO
EL PERIODISMO ES EL DOMINGO

Omar Rincón

En la noche, Caracol y RCN buscan pausar y ganarle al tedio con programas periodísticos.

El domingo es el día del Dios católico, el día de la familia orgánica, el día del aburrimiento hipster, el día de la desazón a las 6 de la tarde… y el día de la información “más seria” en televisión. Caracol y RCN buscan pausar y ganarle al tedio con programas periodísticos.
Caracol intenta tres tipos de periodismo: el sensacionalista de ‘Séptimo día’ (9 puntos de ‘rating’), las entrevistas de ‘Los informantes’ (10 de ‘rating’) y el humor de ‘Vox populi’ (5 de ‘rating’).

La mezcla de tonos es interesante. Historias truculentas que generan espectáculo sobre la miseria de lo humano, entrevistas con sujetos interesantes en sus opiniones o formas de pensar, humor para especular sobre la realidad del país. El ‘rating’ es bueno, lo cual demuestra que la fórmula funciona.
El modelo visual de los dos primeros es el mismo: muchas entrevistas y tomas de apoyo donde se luce el periodista y los invitados caminan como zombis para ganar la cámara. No hay historias visuales sobre la realidad, lo visual es adorno, relleno, ‘egoteca’ de los periodistas.

RCN programa ‘Ellos están aquí’ (5 puntos) y ‘4 Caminos’ (4,5). ‘4 Caminos’ está bien hecho, usa bien las imágenes, intenta el relato más que crónica; es un programa que ha ido encontrando su estilo y tiene coherencia en su mezcla entre historias serias y suaves. 
La innovación de RCN es ‘Ellos están aquí’, ya que presenta el misterio, lo sobrenatural, lo extraño como lugar de relato. Aquí triunfa el relato oral, la cámara alucinada que no ve nada; pero entre la música, las imágenes sucias y el texto del locutor se crea la atmósfera de terror, miedo y vida sobrenatural. 
En una sociedad sin misterio como la de la felicidad capitalista, estos programas de lo extranatural y lo mágico le ponen la emoción a la noche de domingo.
El tedio del domingo requiere algo que lo emocione. Y en televisión están las mezclas de lo serio, lo colorido y lo ‘light’; de lo periodístico informativo con lo egótico de los periodistas. Algo para pensar sobre la realidad. Mucho de miseria humana. Y un poco de misterio. Así uno se puede ir a dormir sintiendo que todo está mal, pero menos mal uno amanecerá el lunes y seguirá en su correcta vida de masa laboral.
Lo más emocionante en esta sociedad del aburrimiento lo está poniendo la magia, lo extraño, la sobre-natural… y esto no solo en televisión: la radio juvenil también ha ido a estas historias y el cine está lleno de terror.
La sociedad pide y exige re-encantamientos que el mercado y el capitalismo ya no pueden dar. No todo es billete. Necesitamos y exigimos misterio, magia, otros mundos espirituales. Y estos pueden ser explotados por la religión de los miedos, el sensacionalismo de los medios, las historias del terror, las vidas en otra parte. El domingo es el día del misterio televisivo. Y tal vez es lo que haya que hacer para emocionar el tedio del domingo.

